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Abreviaturas


 






	CC
	
Real Decreto de 24 de julio de 1889, texto de la edición del Código Civil mandada publicar en cumplimiento de la Ley de 26 de mayo último



	CE
	
Constitución Española, de 27 de diciembre de 1978



	LBRL
	
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local



	LGP
	
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria



	LGS
	
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones



	LGT
	
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria



	LOFAGE
	
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado



	LOEPSF
	
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera



	LOTC
	
Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas



	LPAC
	
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas



	LRJ-PAC
	
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	LRJSP
	
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público



	LRSAL
	
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local



	LTAIBG
	
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno



	RD 500/1990
	
Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el Capítulo primero del Título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos



	ROF
	
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales 



	RSCL
	
Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales



	SAN
	Sentencia de la Audiencia Nacional



	SAP
	Sentencia de la Audiencia Provincial



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional



	STJUE
	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo



	STSJ
	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia



	TAN
	Resolución del Tribunal Administrativo de Navarra



	TFUE
	
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea hecho en Roma el 25 de marzo de 1957



	TRLCSP
	
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público



	TRLRHL
	
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales











Capítulo I El marco normativo de la actividad de fomento en el ámbito local. Competencias locales


 1.  La actividad de fomento

1.1.  Introducción

Para analizar el régimen jurídico de las subvenciones en el ámbito local, es ineludible hacer una serie de consideraciones teóricas con el apoyo de la doctrina más contrastada, sobre el encuadramiento de la actividad de fomento dentro de la actividad administrativa en su conjunto, en primer término, en segundo, sobre las subvenciones como instrumento específico de aquélla, y, finalmente, en torno a la categorización doctrinal de la habilitación para su ejercicio, por parte de la administraciones públicas, en general, y de las entidades locales, en particular.

1.1.1.  Clases de actividades administrativas

Aunque son múltiples los criterios con los que se ha querido clasificar la actividad administrativa, se partirá del que atiende a la forma en que tales actividades afectan a la esfera jurídica de los administrados (1) , diferenciando así entre:


	
1)  Actividad de limitación o de policía, cuyo efecto es la restricción de los derechos de los particulares.

	
2)  Actividad de servicio público, en cuya virtud la administración proporciona prestaciones a los particulares de lo más variado, prototipo de las cuales son la educación y sanidad pública, y, finalmente.

	
3)  Actividad de fomento que se caracteriza por su carácter persuasivo o incentivador.



A la anterior clasificación, añade posteriormente VILLAR PALASÍ, la denominada «dación de bienes al mercado». Tal ámbito de actuación se concreta en la actividad de la administración en virtud de la cual interviene directamente en la economía, ofreciendo tales prestaciones a los particulares.

Para GARRIDO FALLA, la distinción entre las diferentes formas de la actividad administrativa, no reposa tanto en el fin perseguido, cuanto en el «modus operandi» de aquéllas, como después veremos.

En esta línea, REQUERO IBÁÑEZ (2)  señala que, cuando en la tipología de la acción administrativa se hace referencia a la acción de fomento, no se quiere hablar tanto de un fin de la administración pública, pues tales entidades se orientan a la consecución del interés público, por imperativo de lo dispuesto en el art. 103.1 de la CE (3) , cuanto a uno de las técnicas para conseguir el mismo.

Sin embargo, como se verá a lo largo del presente capítulo, la actividad de fomento ha adquirido una importancia que la otorga carta de naturaleza propia, y no se trata de una mera técnica, con independencia de la forma de actuar sobre los destinatarios de la misma.

1.1.2.  Concepto doctrinal de fomento

La actividad de fomento, fue definida, pioneramente por JORDANA DE POZAS, que, delimitó aquélla como, «la acción de la administración encaminada a proteger o promover aquéllas actividades, establecimientos o riquezas, debidos a los particulares, y que satisfacen necesidades públicas, o se estiman de utilidad general, sin usar la coacción; actividad de policía, o crear servicios públicos; actividad de servicio público (4) ».

A esta clasificación tripartita responde el viejo RSCL, que dedica su Título I a la «Intervención administrativa en la actividad privada», su Título II a la «Acción de Fomento», y el Título III a los «Servicios de las Corporaciones Locales». Naturalmente, a esta primera definición, se le sumaron otras posteriores, así COSCULLUELA MONTANER (5)  la caracteriza como «la actividad que consiste en estimular o ayudar una actividad privada de interés público», poniendo así el acento en el estímulo o la persuasión.

PARADA VÁZQUEZ (6) , concibe la actividad de fomento como «aquella modalidad de intervención administrativa, que consiste en dirigir la acción de los particulares hacia fines de interés general, mediante el otorgamiento de incentivos diversos, sin usar la coacción o crear servicios públicos», subrayando el carácter de intervención de la actividad particular.

Más recientemente, SÁNCHEZ MORÓN (7) , señaló que la actividad de fomento incluye «todas aquellas medidas de los poderes públicos que tienen por objeto, estimular, promocionar, incentivar o sostener determinadas actividades o establecimientos privados, por entender que en ello concurre un interés público».

Todas estas definiciones, coinciden en configurar la actividad de fomento como una actividad persuasiva, y por tanto no coactiva, orientada, como no puede ser de otra manera, a la satisfacción de una necesidad de interés público, que se logra mediante el encauzamiento de la actividad de los sujetos particulares a la consecución de una finalidad de interés público, pero sin contemplar como posibles destinatarios de tal actividad a los sujetos públicos.

El marco normativo vigente, sin embargo, no contempla únicamente como sujetos fomentados, a los particulares, sino también a las entidades públicas, con las implicaciones que sobre el régimen jurídico de las medidas de fomento en general, y de las subvenciones en particular, conlleva tal inclusión, habida cuenta de la variada tipología y regímenes jurídicos de los diversos sujetos que integran el sector público

Fueron ENTRENA CUESTA y GARRIDO FALLA, quienes completaron tales definiciones incluyendo a los sujetos públicos.

Como señala GARRIDO FALLA, la definición realizada por JORDANA DE POZAS, termina con una fórmula de carácter negativo, que ayuda a la identificación de tal actividad, por exclusión de lo que es actividad de coacción o de servicio público. Para el citado autor la actuación administrativa, tiende en la actividad de fomento, a la satisfacción de un interés público, a alcanzar un fin de utilidad general, pero ello se logra sin merma de la libertad de los administrados, que, estimulados por la administración, cooperan voluntariamente en la satisfacción de la necesidad pública.

GARRIDO FALLA define la actividad de fomento, como «aquella actividad que se dirige a satisfacer indirectamente ciertas necesidades consideradas de carácter público, protegiendo o promoviendo, sin emplear la coacción, las actividades de los particulares o de otros entes públicos que directamente las satisfacen, ampliando, de este modo, el ámbito subjetivo de los posibles destinatarios de la actividad de fomento.

Para concluir con este análisis de la doctrina sobre el concepto de fomento, no podíamos obviar a MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (8) , para quien la actividad de fomento, en línea con lo que ya había señalado GARCÍA DE ENTERRÍA, y concretamente las subvenciones, son un instrumento capital de configuración social y un medio de dirección económica eficaz en orden a la redistribución de rentas. En la actualidad, la actividad de fomento es además un instrumento de dirección económica y de garantía del ejercicio de derechos fundamentales.

Coincide así, con lo señalado en la Exposición de Motivos de la LGS que señala que «Una parte importante de la actividad financiera del sector público se canaliza a través de subvenciones, con el objeto de dar respuesta, con medidas de apoyo financiero, a demandas sociales y económicas de personas y entidades públicas o privadas. Las subvenciones son una modalidad importante de gasto público y, por tanto, deben ajustarse a las directrices de la política presupuestaria».

Para MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, la actividad de fomento es «aquella actividad administrativa consistente en el otorgamiento directo o indirecto de bienes a determinados administrados –públicos o privados– con carácter no devolutivo y por razón de ciertas actividades que le son propias, ya realizadas o aún por desarrollar, quedando, en este último caso, afectadas a su realización».

El término «bienes» empleado, se ha de entender en un sentido amplio, comprensivo tanto de prestaciones pecuniarias, en especie, como de derechos y facultades cuando de medios directos se trata.

El carácter no devolutivo, no obstante, no es predicable de la generalidad de instrumentos de fomento, como sucede con los préstamos que la administración concede para facilitar el desarrollo de una determinada actividad de interés público, sin los cuales no serían viables, pues tales entregas dinerarias han de ser objeto de devolución.

La definición contiene una matiz importante, al distinguir entre actividades «ya realizadas o aún por desarrollar» solo predica su afección de estas últimas, «quedando, en este último caso, afectadas a su realización», pues las ya realizadas han debido de cumplir la finalidad de interés público que se trata de favorecer para ser merecedoras de la medida de fomento de que se trate, ello sin perjuicio del control financiero que sobre las mismas ha de efectuarse, como veremos.

1.1.3.  La «peculiar» potestad de fomento

1.1.3.1.  Poder administrativo

BOQUERA OLIVER (9) , define el poder administrativo, como «la facultad de crear, unilateralmente, e imponer situaciones jurídicas cuya validez y eficacia descansa en la presunción iuris tantum de que son conformes con el ordenamiento jurídico». Entiende dicho autor, que tal poder administrativo se diversifica en potestades o clases de poder administrativo.

Así pues, para BOQUERA OLIVER las potestades administrativas no son otra cosa que las diferentes clases, las especies, dentro del género del poder administrativo, entre las cuales incluye las potestades reglamentaria, de policía, expropiatoria y, la de fomento, caracterizando a esta última porque otorga derechos, y/o elimina o dispensa de obligaciones.

1.1.3.2.  Competencia

Diferente, pero íntimamente relacionado con el concepto de potestad, es el concepto de competencia, definido por MUÑOZ MACHADO (10)  como «el ámbito material, previamente definido normativamente, dentro del cual puede ejercer su actividad una administración, y por ello, constituye requisito de validez de la actividad administrativa».

Tal ligazón deriva del hecho de que las potestades, necesaria y exclusivamente, solo pueden ser ejercidas en el ámbito competencial propia de cada administración, so pena de nulidad, como así lo dispone el art. 47.1 b) de la LPAC, cuando la incompetencia lo sea por razón de la materia o del territorio.

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, no cabe hablar de una competencia, no existe una competencia de fomento, y, concretamente, una competencia subvencional diferenciada.

La subvención no es un concepto que delimite competencias ni el sólo hecho de financiar puede erigirse en núcleo que atraiga hacia sí toda competencia sobre los variados aspectos a que pueda dar lugar la actividad objeto de financiación, STC de 30 de junio de 1982, rec. 36/1982 LA LEY 13773-JF/0000 y STC de 19 de diciembre de, rec. 175/1984 LA LEY 511-TC/1986.

Por lo tanto, no podemos concebir la actividad de fomento como una competencia, antes al contrario, la competencia ha de ser previa, y delimita la posibilidad de ejercicio de la actividad de fomento, con arreglo al ordenamiento jurídico, por los sujetos públicos.

El respaldo competencial lo ha der en sentido material, y en sentido territorial, pues éste último acota el ejercicio legítimo de tales competencias.

Conforme al art. 3.1 de la LBRL, son entidades locales territoriales, el municipio, la provincia y la isla en los archipiélagos balear y canario.

El art. 12.1 de la LBRL, señala con mayor concreción respecto a los municipios, que el término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.

Tal limitación puede inferirse respecto a la provincia en el art. 31.2 a), con mayor dificultad para la isla en el archipiélago canario en el art. 41.1 y disposición adicional decimocuarta, y para el balear en el art. 4.1 3, todos ellos de la LBRL.

1.1.3.3.  Potestad administrativa

Doctrinalmente se ha tratado de perfilar el concepto de potestad administrativa mediante su contraste con la institución jurídica del derecho subjetivo, siguiendo el análisis realizado por SANTI ROMANO.

De esta forma, se ha señalado que, el derecho subjetivo tiene su origen en una relación jurídica concreta, posee un objeto específico y determinado, y se dirige a una pretensión específica, a la que corresponde un deber atribuible a un sujeto pasivo; el sujeto obligado por tal derecho.

La potestad, sin embargo, no genera «per se» relación jurídica alguna. Procede, de forma directa, del ordenamiento jurídico, carece de un objeto específico y determinado, afectando a un ámbito de actuación definido de forma genérica.

Al no dirigirse a una pretensión particular, sino a la posibilidad abstracta de producir efectos jurídicos, de su ejercicio, solo eventualmente surgirán relaciones jurídicas particulares.

A la potestad no le corresponde ningún deber positivo o negativo de un concreto sujeto obligado, sino un simple sometimiento o sujeción de otros sujetos a soportar sobre su esfera jurídica, los posibles efectos derivados de su materialización, que pueden reportar tanto efectos indiferentes, como ventajas y desventajas, siendo, en éste último caso, para Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA y Tomás RAMÓN FERNÁNDEZ, las potestades por excelencia.

En definitiva, las potestades administrativas son poderes jurídicos reconocidos expresamente por el ordenamiento jurídico a las administraciones públicas, que las habilitan para desarrollar actuaciones específicas, capaces de producir efectos sobre la esfera jurídica de los destinatarios sujetos a ellas, y que para que su ejercicio sea legítimo, han de orientarse a la satisfacción del interés público al que sirven las mismas.

La peculiaridad de la denominada potestad de fomento, y dentro de ella de la potestad subvencional, como algunos autores la han denominado, radica, en que por definición, su objeto amplía la esfera jurídica de los sujetos sobre los que se ejerce, contrariamente a lo que sucede con otras potestades más ortodoxas, de las cuales las más significativas son la expropiatoria y la sancionadora.

Si para el ejercicio de las potestades administrativas, en virtud del principio de vinculación positiva a la legalidad (11) , se exige que exista una cobertura legal de la actividad administrativa, que conlleva que cuando la administración opera al margen de dicho amparo su actuación sea ilegítima, en el caso de la potestad de fomento, tal atribución, quizá por su carácter acrecentador de la esfera jurídica de quienes se hallan sujetos a la misma, es más laxa.

De este modo, DE LA CUÉTARA (12)  tratando de justificar esta peculiaridad señala que «todo ordenamiento escrito ha de admitir un cierto grado de imprecisión en sus determinaciones»

No obstante, es unánime en la doctrina la admisión de la clasificación de las potestades administrativas que las diferencian en función de su forma de atribución, en expresas o implícitas, siendo en este caso, encasillable dentro de las segundas, al no aparecer enunciada como tal, explícitamente.

En el ámbito local, el art. 4 de la LBRL, enumera las potestades (13)  que ostentan en su calidad de administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus competencias, los municipios, las provincias y las islas, sin incluir expresamente la potestad de fomento, ni la potestad subvencional, aunque como hemos señalado, el Título III del RSCL regula la «Acción de Fomento» de las entidades locales.

Como señala ENTRENA CUESTA (14) , lo característico de las potestades públicas es que pertenecen al género de potestades-función, entendiendo por tales, todas aquéllas que se atribuyen no en beneficio de su titular sino de terceras personas.

A tal género pertenece en derecho privado la patria potestad, sin embargo, lo que en dicho sector del ordenamiento jurídico es excepcional, como aprecia el citado autor, constituye la regla en derecho administrativo. La Administración, en efecto, ha de ejercitar sus potestades para perseguir el interés público, pues en caso contrario el acto se desviará de su objetivo, e incurrirá en vicio de desviación de poder, lo que le hará anulable, puesto que como señala el art. 48.1 de la LPAC son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder.

En el caso de la potestad de fomento su carácter fiduciario es más visible y patente.

1.1.3.4.  Clasificación de los medios de fomento

Aunque ya JORDANA DE POZAS, confesaba la imposibilidad de realizar una categorización acabada de los múltiples medios que puede revestir la actividad de fomento, diferenció éstos, en función de un doble criterio:


	
1)  Según la forma de actuación sobre la voluntad de los sujetos fomentados.

	
2)  Según el tipo de ventajas que les otorgan.



Conforme al primer criterio, el citado autor diferencia entre:


	
1)  Positivos: que serían aquellos que otorgan prestaciones, bienes o ventajas a favor del titular de la actividad o empresa que se trata de estimular.

	
2)  Negativos; los que, por el contrario, comportan cargas u obstáculos creados para dificultar por medios indirectos las actividades o establecimientos opuestos a las que la Administración quiere fomentar (15) .



GARRIDO FALLA no comparte que los medios negativos de la clasificación de JORDANA DE POZAS, sean, «strictu sensu», medidas de fomento. Para tal autor, el criterio diferenciador no es tanto el fin, como el carácter formal (coactivo o persuasivo) del medio el que determina su calificación jurídica

Conforme al segundo:


	
1)  Honoríficos:
	
-  Títulos nobiliarios.

	
-  Tratamientos.

	
-  Trofeos.

	
-  Diplomas.

	
-  Condecoraciones.

	
-  Distinciones y recompensas

	
-  Menciones especiales.

	
-  Admisiones en una orden, o colectividad determinada



Su otorgamiento suele ser discrecional y pretenden el perfeccionamiento individual de quien los recibe, y persiguen un fin ejemplificador de la sociedad. Su carácter honorífico no queda desvirtuado porque alguno de ellos pueda tener consecuencias económicas, no demasiado relevantes, habitualmente.



	
2)  De contenido económico: ventajas pecuniarias, directas o indirectas como subvenciones, primas, premios, anticipos, prestamos, anticipos, prestaciones y exenciones fiscales.
	
a)  De carácter real, que suponen la prestación de cosas por la Administración, como pueden ser la utilización gratuita de servicios técnicos prestados por la administración, o el uso o aprovechamiento de propiedades administrativas, como reconoce el art. 233 del ROF a las asociaciones constituidas para la para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos.

	
b)  De carácter financiero, que pueden suponer bien un desembolso económico o bien la exención de obligaciones fiscales.Así dentro de estos distingue entre:


	
-  Indirectos, que no implican un desembolso inmediato

	
-  Directos, que si lo implican, como es el caso de las subvenciones, dentro de estos últimos incluye:
	 Anticipos: préstamos pecuniarios que la administración ofrece para facilitar el desarrollo de una actividad de interés público, siendo cantidades que han de devolverse a las administraciones públicas que las otorgan. Se trata de una técnica de fomento que adopta una forma de carácter contractual, pudiendo ser, con o sin interés.

	 Subsidios: que vienen a ser primas o premios (16)  que se devengan en virtud de un derecho subjetivo del beneficiario, con carácter periódico, con base en una ley o en un contrato, que genera un derecho subjetivo a su percepción, dentro de los cuales han de incluirse también las prestaciones sociales que se perciben por ser el beneficiario titular de un derecho subjetivo, como sucede con las prestaciones de la Seguridad Social.

	 Seguros de beneficios industriales: en los que se garantiza que los capitales invertidos en una determinada empresa de interés público produzcan un interés mínimo determinado.

	 Subvenciones: de las que se tratará a lo largo de la presente obra.













	
3)  Jurídicos: se caracterizan por el otorgamiento de una situación de privilegio que determina que el sujeto fomentado se beneficie de la utilización de medios jurídicos excepcionales:
	
a)  Privilegios. (17) 


	
b)  Dispensas. (18) 








Por su parte, SÁNCHEZ MORÓN (19) , añade, dentro de las ayudas indirectas, las actividades de difusión de productos o servicios privados.

Para SÁNCHEZ MORÓN, no toda ayuda es una medida de fomento prestada por la administración a un particular, como sucede con las ayudas o subsidios destinados a la protección de las personas sino que en tales casos, se está ante prestaciones de servicio público asistencial, al igual que sucede con las prestaciones de la Seguridad Social.

De igual modo, tampoco lo son las transferencias de fondos entre las diferentes entidades que conforman el sector público, que han de enmarcarse en la actividad de cooperación y asistencia administrativa.

El citado autor entiende que hay medidas de promoción o estimulo que no son ayudas, como sucede con las condecoraciones, títulos nobiliarios, menciones

SANTAMARÍA PASTOR (20)  señala que los distintos instrumentos con que las administraciones públicas despliegan su actividad de fomento pueden reducirse a técnicas de aportación de capital, que suponen la financiación parcial, a través de trasferencias de capital o de aportaciones monetarias, de una parte de la actividad de los sujetos fomentados, destinatarios de tales medidas.

A su vez, dentro de las aportaciones de capital distingue entre las directas y las indirectas.

Las primeras, suponen que las administraciones públicas asuman inversiones que normalmente correrían a cargo de los destinatarios de aquéllas, y las segundas que renuncien a fondos o ingresos económicos, que les corresponderían.

Las primeras, son las más utilizadas y suponen transferencias directas de capital o subvenciones.

1.1.3.5.  Subvenciones y ayudas públicas

El término ayuda es empleado de forma variada, en las diversas normas que lo contienen, unas veces, como sinónimo de fomento, otras, como género respecto de tal actividad, las más, como sinónimo de subvención, y en otras ocasiones, como un instrumento específico de fomento diferente de la subvención, como señala REQUERO IBÁÑEZ.

Como queda dicho, el término ayudas se viene utilizando para referirse indistintamente a una pluralidad heterogénea de medidas de fomento diversas; primas, avales, becas, premios, cesiones de bienes, beneficios con fines extrafiscales y subvenciones.

Por ello, MUÑOZ MACHADO cree se debe usar el término ayudas para referirse de manera conjunta a todas las figuras a las que hemos hecho referencia, y reservar el de subvención a las atribuciones patrimoniales concedidas por las entidades públicas a favor de particulares, a fondo perdido y afectadamente al fin que justifica su otorgamiento.

Por lo tanto, las subvenciones serian una categoría dentro del género de las ayudas.

Tal conclusión es avalada por la jurisprudencia comunitaria.

La STJCE de 23 de febrero de 1961 entiende que «el concepto de ayuda es más general que la noción de subvención, ya que comprende no solo prestaciones positivas como las propias subvenciones, sino también intervenciones que, bajo diversas formas, aligeran las cargas que normalmente pesan sobre el presupuesto de una empresa y que por ello, sin ser subvenciones en el sentido estricto de la palabra, tienen la misma naturaleza e idénticos efectos».

En nuestro derecho positivo, el expresamente derogado por la Disposición Derogatoria Única de la LGS, Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprobaba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, regulaba de forma indiferenciada ambas figuras, en los arts. 81 y 82.

Ese afán de complitud, como veremos, no inspira la regulación que efectúa la LGS, que se circunscribe a la determinación del régimen jurídico de las subvenciones, dejando al margen otro tipo de ayudas, a las que podría haberse aplicado, siquiera con carácter supletorio, las normas comunes a todas las subvenciones, y en particular los procedimientos de justificación, reintegro, sancionador y de control financiero.

La LGP que vino a sustituir al citado Real Decreto Legislativo 1091/1988, únicamente alude a las ayudas al regular el sometimiento de éstas y de las subvenciones al control financiero, en su art. 141, siendo aún más patente la falta de regulación de las ayudas en el TRLRHL.

En esta obra nos centraremos, en el régimen jurídico de las subvenciones, aunque como veremos, debamos referirnos a las ayudas con ocasión del análisis de la normativa local sobre fomento.

2.  La subvención

2.1.  Concepto doctrinal

Dicho todo lo anterior, compartimos que la subvención, como dice SESMA SÁNCHEZ (21)  «ni es la única técnica de fomento, ni solo una técnica de fomento».

Como señala PASCUAL GARCÍA (22)  la subvención, como instituto jurídico, ha venido caracterizada por notas cuyo objeto son propias del derecho administrativo y del derecho financiero, de ahí que la elaboración doctrinal ha pivotado en torno a dos enfoques; el que atiende a los fines que la justifican, y el que lo hace a los medios empleados, siendo respectivamente los mismos, propios de los autores del derecho administrativo y de los del derecho financiero.

Ambas perspectivas son recogidas en la Exposición de Motivos de la LGS al señalar por un lado que «Desde la perspectiva económica, las subvenciones son una modalidad importante de gasto público y, por tanto, deben ajustarse a las directrices de la política presupuestaria», y por otro que «Desde la perspectiva administrativa, las subvenciones son una técnica de fomento de determinados comportamientos considerados de interés general e incluso un procedimiento de colaboración entre la Administración pública y los particulares para la gestión de actividades de interés público».

Dentro de la doctrina administrativa, MUÑOZ MACHADO concibe la subvención como «instrumento (de fomento, añadimos nosotros) de la acción administrativa caracterizado por su discrecionalidad, gratuidad y voluntariedad, fruto de la libérrima voluntad de la administración».

Tal definición como veremos en el capítulo siguiente, no se compadece con el concepto que acotan la LGS y el RLGS, obviando, entre otros elementos fundamentales, configuradores del concepto normativo de subvención, su carácter modal, que implica que la misma ha de destinarse al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular o la concurrencia de una situación.

El carácter discrecional se ha predicado igualmente por GARRIDO FALLA, para el cual este ópera en el momento de su otorgamiento, sin perjuicio de que la selección del beneficiario se halle determinadas por las normas de procedimiento aplicables. De tal discrecionalidad infiere que las subvenciones son revocables, revocabilidad que permite la reducción de su cuantía, su no consideración como precedente invocable por el beneficiario y la inexigibilidad de su aumento, características que sin embargo, considera que no son de aplicación a las subvenciones regladas.

Estas tres características, se recogen expresamente en el art. 26 del RSCL, al que después nos referiremos, cuya vigencia es, al menos discutible.

El citado tratadista clasifica las subvenciones en base a dos criterios:


	
1)  Atendiendo a su finalidad:Económicas: que tratan de interferir o condicionar la coyuntura económica. (23) 

Públicas: dirigidas a empresas o personas que persiguen un fin de interés general, como los concesionarios de servicios públicos, en los casos en los que se ha de compensar a los mismos en supuestos de limitación de las tarifas que han de percibir de los usuarios, así como las dirigidas a actividades benéficas o docentes.

Administrativas: las que se otorgan entre las diferentes entidades públicas.



	
2)  Por el grado de liberalidad:Puras: se otorgan graciablemente sin cláusula condicional o modo alguno.

Condicionales: se hacen depender de la realización de determinada obra, o de cierta conducta.





De entre las enumeradas por GARRIDO FALLA, tanto las dirigidas a compensar a los concesionarios de los servicios públicos como las que denomina puras, están excluidas del ámbito de aplicación de la normativa de subvenciones, en el primer caso, al tener su acomodo en la normativa contractual, y, específicamente en el ámbito local, en el art. 128.3 del RSCL, y en el segundo, por ser contrarias a la naturaleza modal de las subvenciones.

En lo que se refiere a la naturaleza jurídica de las subvenciones, las posturas doctrinales van desde quienes las consideran como actos administrativos de carácter unilateral, opinión matizada por otros en el sentido de que precisan la aceptación del beneficiario, voluntad que amplían otros autores a la actitud colaborativa de los destinatarios, hasta los que entienden que, en muchos casos, tienen naturaleza contractual, y que se otorgan mediante un procedimiento de tal índole.

El enfoque de los tratadistas del derecho financiero, parte del análisis de la subvención como gasto público, y se ha dirigido fundamentalmente al procedimiento de ejecución de aquél, su control interno, en el caso de las entidades locales a través de la Intervención o Secretaría-Intervención, y su control externo por parte del Tribunal de Cuentas y de los órganos equivalentes de las comunidades autónomas, e incluso por el Tribunal de Cuentas Europeo, y sus implicaciones de política presupuestaria, y, por tanto, sin aportaciones del mismo calado dogmático que las realizadas por los administrativistas.

Como señala PASCUAL GARCÍA, puede distinguirse entre un concepto amplio de subvención, que no se compadece con el que sustenta la LGS y el RLGS, y uno más estricto, que es el que se atiene a tales normas, del que nos ocuparemos en el capítulo siguiente.

El concepto amplio, lo sostienen, entre otros CARRETERO PÉREZ, para quien la subvención equivale a gasto de transferencia, a pago sin contraprestación del receptor.

Como veremos después no todas las trasferencias como tales, encajan, ni mucho menos en el concepto legal de subvención.

En la línea de la amplitud conceptual señalada, REQUERO IBÁÑEZ advierte que la actividad de fomento se ha convertido en una actividad de intervención en la economía, encauzando la actividad privada a fines que de otro modo no se realizarían

La necesidad de que el gasto subvencional, dada su creciente importancia, se acomode a la orientación de la política presupuestaria, es refrendada en la Exposición de Motivos de la LGS que señala que «La política presupuestaria actual está orientada por los criterios de estabilidad y crecimiento económico pactados por los países de la Unión Europea, que, además, en España han encontrado expresión normativa en las leyes de estabilidad presupuestaria» y en tal sentido el apartado 1 del art. 8 de la LGS, precisa que la actividad subvencional de las Administraciones Públicas ha de supeditarse «en todo caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria».

Junto a la anterior perspectiva, debe tenerse en cuenta las exigencias derivadas de la condición de España como estado miembro de la Unión Europea, y la necesidad de que la actividad de fomento no interfiera en la libre competencia y en el funcionamiento del mercado único.

2.2.  Concepto jurisprudencial

La jurisprudencia ha venido centrándose en el concepto de subvención, como medida o instrumento por antonomasia de la actividad de fomento, caracterizando esta por las siguientes notas configuradoras:

2.2.1.  Medidas de fomento de actividades de interés general

La SAN de 12 de noviembre de 2012, rec. 422/2011 LA LEY 185850/2012, concibe las subvenciones como medidas de fomento para actividades de interés general, señalando que «tiene expresado la jurisprudencia, por todas (Sentencia de 17 de octubre de 1997) que la subvención se configura tradicionalmente como una de las medidas que utiliza la administración pública para fomentar ciertas actividades hacia fines considerados de interés general».

2.2.2.  Medidas que comportan desembolsos y pérdida de ingresos

Sigue señalando la sentencia citada que, las subvenciones se plasman tanto en medidas que comportan pérdida de ingresos, como desembolsos de dinero y que el concepto comprende toda clase de favorecimiento mediante la concesión de estímulos económicos, ya signifiquen éstos una pérdida de ingresos para la administración a través de las exenciones y desgravaciones fiscales,  (24) ya un desembolso inmediato de dinero público destinado a dicha función de fomento o promoción», como también apuntan la SAN de 9 de julio de 2009, rec. 967/2002 LA LEY 121537/2009 y la STSJ de Madrid, de 17 de diciembre de 2015, rec. 1304/2014 LA LEY 218169/2015.

Este concepto tan amplio, ha sido luego constreñido por el derecho positivo, como veremos en el Capítulo II.

2.2.3.  Consecución indirecta de los objetivos de la administración

Como dice la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 1977, a través de ellas, la Administración trata de conseguir de forma indirecta sus objetivos «con la actividad de fomento la administración extiende sus objetivos, poniendo en práctica técnicas encaminadas a que éstos se cumplan sin necesidad de asumir directamente la gestión de los medios dirigidos a alcanzarlos ni, por tanto, el montaje de servicios públicos. Son los propios administrados los que libremente colaboran en el cumplimiento de fines considerados convenientes y deseables. Ahora bien, en cuanto la subvención determina un gasto ha de tener la necesaria».

2.2.4.  Destinatarios públicos y privados

Los sujetos destinatarios son tanto privados como públicos, conforme a la STS de 20 de mayo de 2008, rec. 5005/2005 (LA LEY 61822/2008):»la subvención se configura tradicionalmente como una medida de fomento que utilizan las administraciones públicas para promover la actividad de los particulares o de otras administraciones públicas hacia fines de interés general que representa o gestiona la administración concedente.

2.2.5.  Establecimiento discrecional

Continúa diciendo la sentencia mencionada en el apartado anterior que su establecimiento es discrecional; «Según resulta de la jurisprudencia reiterada de esta Sala, expresada entre otras en las sentencias de 7 de abril de 2003, de 4 de mayo de 2004 y de 17 de octubre de 2005 la naturaleza de dicha medida de fomento administrativo puede caracterizarse por las notas que a continuación se reseñan:

- En primer lugar, el establecimiento de la subvención puede inscribirse en el ámbito de las potestades discrecionales de las administraciones públicas, pero una vez que la subvención ha sido regulada normativamente termina la discrecionalidad y comienza la previsión reglada cuya aplicación escapa al puro voluntarismo de aquéllas.

Así, lo señala igualmente, la STSJ de Madrid, de 17 de diciembre de 2015, rec. 1304/2014 LA LEY 218169/2015: «Así lo confirma la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 27 de abril de 2004:

«(...) Pues en materia de subvenciones, esta Sala del Tribunal Supremo, tiene reiteradamente declarado, entre otras en sentencias de 19 de enero de 1991, 5 de marzo de 1993, 28 de julio de 1997, 3 de noviembre de 1998 y 25 de noviembre de 2003:

Que la administración, puede o no crearlas, pero una vez creadas y convocadas ha de concederlos en los términos anunciados».

2.2.6.  Inexistencia de derecho subjetivo a su obtención

Como señala la STS de 25 de febrero de 2015, rec. 1377/2014 LA LEY 19349/2015, no existe un derecho subjetivo a percibir subvenciones «debe ser dato de partida lo dispuesto en la Ley General de Subvenciones, Ley 38/2005, de 17 de noviembre, con arreglo a la cual ni existe un derecho genérico a percibir subvenciones, que no derive de previas y concretas previsiones presupuestarias, desarrolladas, en su caso, por ulteriores normativas infralegales y administrativas, ni la administración puede conceder subvenciones que no estén previstas en dicha normativa de rango de ley y en las normas administrativas de desarrollo».

En el ámbito local, el art. 232 del ROF previene que en la medida en que lo permitan los recursos presupuestados, los Ayuntamientos podrán –no deberán– subvencionar económicamente a las asociaciones para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos, tanto por lo que se refiere a sus gastos generales como a las actividades que realicen.

2.2.7.  Otorgamiento sujeto a normativa reguladora

Como señala la sentencia que venimos comentando (25) , su otorgamiento está sujeto a la normativa de aplicación «En segundo término, el otorgamiento de las subvenciones ha de estar determinado por el cumplimiento de las condiciones exigidas por la norma correspondiente, pues de lo contrario resultaría arbitraria y atentatoria al principio de seguridad jurídica.

En tal sentido la STSJ de Madrid, de 17 de diciembre de 2015, rec. 1304/2014 LA LEY 218169/2015 citando la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 27 de abril de 2004 señala que «quienes soliciten la subvención y reúnan las condiciones de la convocatoria de la subvención, tienen derecho a obtenerla en las condiciones establecidas».

2.2.8.  Vinculación a un determinado fin

Añade la meritada sentencia que la entrega dineraria que la misma supone está vinculada al cumplimiento del fin previsto en la norma que la establece: «-Por último, la subvención no responde a una "causa donandi", sino a la finalidad de intervenir en la actuación del beneficiario a través de unos condicionamientos o de un "modus", libremente aceptado por aquél.

Por consiguiente, las cantidades otorgadas en concepto de subvención están vinculadas al cumplimiento de la actividad prevista. Se aprecia, pues, un carácter condicional en la subvención, en el sentido de que su otorgamiento se produce siempre bajo la condición resolutoria de que el beneficiario tenga un determinado comportamiento o realice una determinada actividad en los términos en que procede su concesión (SSTS 20 de junio, 12 de julio y 10 de octubre de 1997, 12 de enero y 5 de octubre de 1998, 15 de abril de 2002)».

2.2.9.  Potestad administrativa que otorga ventajas

Así lo reconoce La SAN de 21 de noviembre de 2014, rec. 880/2011 LA LEY 178230/2014 señala que suponen el ejercicio de potestades administrativas que comportan ventajas para los sujetos fomentados «Cualquier tipo de actividad administrativa comporta el ejercicio de potestades por parte de la administración. Las potestades administrativas surgen directamente del ordenamiento jurídico que, por una parte, da contenido concreto a la potestad, de suerte que coloca a la administración en situación de supremacía jurídica; y, por otro lado, el ordenamiento jurídico que protege especialmente al interés público sin perjuicio de amparar también los derechos e intereses de los administrados, permite llamar a las personas físicas o jurídicas (a través de la actividad administrativa de fomento) para procurar el progreso y el bienestar social, con la siguiente particularidad: que del ejercicio de esta potestad, además se genera una ventaja para el sujeto fomentado».

La SAN de 19 de octubre de 2015, rec. 493/2013, LA LEY 160158/2015, señaló, en este sentido, que «estamos ante el ejercicio de potestades (potestades y no potestad, el paréntesis, es nuestro), por la administración que surgen directamente del ordenamiento jurídico, que, por una parte, da contenido concreto a la potestad, de suerte que coloca a la administración en situación de supremacía jurídica, y, por otro lado, el marco legal que protege especialmente al interés público –sin perjuicio de amparar también los derechos e intereses de los administrados– permite llamar a las personas físicas o jurídicas, a través de la actividad administrativa de fomento, para procurar el progreso y el bienestar social (Sentencia de 16 de junio de 1998)».

2.2.10.  Proximidad a la relación contractual

El vínculo que la subvención instaura entre el beneficiario y la administración fue calificado inicialmente por la jurisprudencia como de «naturaleza contractual de Derecho Público» STS de 10 de diciembre de 2001, rec. 5437/1995 y de «relación bilateral y recíproca cuya naturaleza es, en cierto modo, sinalagmática» STS de 7 de julio de 2010, rec. 5577/2007.

Como señala la anteriormente citada SAN de 21 de noviembre de 2014 existe proximidad entre la relación jurídico subvencional, con el procedimiento contractual «La actividad administrativa de fomento que se concreta en una subvención, como pone de relieve la doctrina científica, se realiza mediante un procedimiento contractual que genera la relación jurídica entre la Administración y el sujeto beneficiado. Por lo tanto, debemos concluir que estamos en presencia de una relación contractual de carácter público en la que la administración y el beneficiario tiene inexcusables obligaciones».

Sin embargo para la STS de 25 de octubre de 2013, rec. 3099/2010 LA LEY 164237/2013 «la subvención no puede calificarse como un contrato cuyo incumplimiento por una de las partes imponga su resolución, sino que se trata de un acto unilateral sujeto a condición y, por tanto, revocable si se acredita el incumplimiento de la finalidad para la que fue otorgada».

Lo cierto es que, como veremos a lo largo de esta obra, la jurisprudencia y la doctrina han puesto de relieve la proximidad de ambas figuras; subvención y contrato, en muchos aspectos que analizaremos en profundidad.

3.  Marco normativo general. Régimen jurídico

De acuerdo con lo señalado en el art. 5 de la LGS, que regula el régimen jurídico de las subvenciones, éstas se rigen:

3.1.  Régimen General

En los términos establecidos en el art. 3 de la LGS, artículo que delimita el ámbito de aplicación subjetivo de dicha norma, por dicha ley, y sus disposiciones de desarrollo; RLGS, las restantes normas de derecho administrativo, y, en su defecto, se aplicarán las normas de derecho privado.

3.2.  Consorcios, mancomunidades y otras personificaciones públicas

En lo que se refiere a las subvenciones que se otorguen por consorcios (arts. 57 y 87 de la LBRL), mancomunidades (art. 44 de la LBRL) u otras personificaciones públicas creadas por varias administraciones públicas (áreas metropolitanas en la administración local, art. 43 de la LBRL), u organismos o entes dependientes de ellas, así como las que deriven de convenios formalizados entre aquéllos que se regulan de acuerdo con lo establecido en el instrumento jurídico de creación o en el propio convenio, en todo caso, debe ajustarse a las disposiciones de la LGS.

3.3.  Normas de aplicación directa y supletoria

Por lo tanto, dentro del régimen jurídico de las subvenciones podemos diferenciar entre normas de aplicación directa y normas de carácter supletorio.

Las primeras viene constituidas, con carácter general por:


	
1)  La LGS y RLGS, en los preceptos que tienen carácter básico, conforme a la disposición final primera y segunda de la LGS, y a la disposición final primera del RLGS.

	
2)  La legislación básica del estado de régimen local (LBRL, y TRLRHL).

	
3)  Legislación de desarrollo de la comunidad autónoma correspondiente (incluidas disposiciones reglamentarias). (26) 


	
4)  Las demás normas de derecho administrativo (entre las cuales ha de entenderse incluido la normativa contractual (27) , la LTAIBG y por supuesto a legislación presupuestaria (28)  y contable de aplicación (29) 


	
5)  Ordenanzas generales de subvenciones u ordenanzas específicas para las diferentes modalidades de aquéllas, aprobadas por las entidades locales.



De entre las segundas:


	
1)  Los preceptos no básicos de la LGS y del RLGS, en defecto de legislación de la respectiva comunidad autónoma.

	
2)  El RSCL y el ROF.

	
3)  Las normas de derecho privado.



En lo que se refiere al régimen jurídico de las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea, aquéllas se rigen, conforme al art. 6 de la LGS:


	
1)  Por las normas comunitarias aplicables en cada caso y

	
2)  Por las normas nacionales de desarrollo o transposición de aquéllas.



En todo caso, los procedimientos de concesión y de control de las subvenciones regulados en la LGS, tienen carácter supletorio respecto de las normas de aplicación directa a las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea.

4.  Marco normativo estatal

4.1.   La LGS

La LGS, que entró en vigor el 18 de febrero de 2004, se dicta por el legislador estatal, conforme a la disposición final primera, de acuerdo con el art. 149.1., apartados 13; Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, 14; Hacienda general y Deuda del Estado, y 18; Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y el procedimiento administrativo común.

Constituyen legislación básica del Estado, los siguientes preceptos:


	
1)  En el título preliminar, el capítulo I y el capítulo II excepto, el párrafo d) del apartado 4 del art. 9, el art. 10, el apartado 2 y los párrafos d), e), f), g), h), i), j), k) y l) del apartado 3 del art. 16, los apartados 1, 2, y los párrafos c), f), h), i), j), k), l), m) y n) del apartado 3 del art. 17 y el art. 21.

	
2)  En el título I, el capítulo I y el capítulo IV, excepto los arts. 32 y 33.

	
3)  En el título II, los arts. 36, 37 y el apartado 1 del art. 40.

	
4)  En el título III, los arts. 45 y 46.

	
5)  En el título IV, el capítulo I y los arts. 59, 65, 67, 68 y 69 del capítulo II.

	
6)  El apartado 1 de la disposición adicional segunda y la disposición adicional decimosexta.



El resto, se aplica en el ámbito de la administración general del estado

4.1.1.  Aplicación a las entidades locales

Las normas no básicas de la LGS, se aplican a las entidades que integran la administración local y de los organismos y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes de las mismas, que pertenezcan a comunidades autónomas que no hayan asumido competencias en materia de régimen local

Para las comunidades autónomas que si lo hayan hecho, solo serán de aplicación los preceptos básicos de la LGS a tales entidades locales. (30) 

La disposición derogatoria única de la LGS, no abroga expresamente más que el conjunto de normas que regulaban el otorgamiento de subvenciones por parte de la administración del estado:


	
1)  Arts. 81 y 82 del Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria (31) .

	
2)  El Decreto 2784/1964, de 27 de julio, sobre justificación de las subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado y de las entidades estatales autónomas, en cuanto se oponga a lo establecido en esta ley.

	
3)  El Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento para la concesión de subvenciones públicas, en cuanto se oponga a lo establecido en la LGS.

	
4)  El segundo párrafo del apartado 1 del art. 34, el apartado 6 del art. 36, el párrafo b) del apartado 1 del art. 37, el apartado 3 del art. 38 bis y los arts. 43, 44 y 45 del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido por la Intervención General de la Administración del Estado.



Para el resto de normas, la disposición derogatoria única de la LGS incluye la habitual cláusula de derogación tácita, en su apartado primero, al señalar que «quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto en la LGS», lo cual nos conduce irremediablemente a enjuiciar, caso por caso, tal contradicción, como veremos.

4.1.2.  Adaptación de procedimientos a las condiciones de organización y funcionamiento de las entidades locales

De particular importancia para las entidades locales es lo señalado en la disposición adicional decimocuarta de la LGS, que determina que los procedimientos que dicha norma regula, se adaptarán, a través de un reglamento de desarrollo, a las condiciones de organización y funcionamiento de las corporaciones locales, desarrollo reglamentario que, lamentablemente, no ha tenido lugar, lo que provoca numerosas lagunas y discrepancias interpretativas, particularmente en la determinación de los órganos competentes, en cada caso, para la aprobación de los diferentes planes, normas y actos en los que se plasma el procedimiento subvencional.

4.1.3.  Control financiero por las corporaciones locales

La disposición adicional decimocuarta de la LGS añade que, la competencia para ejercer el control financiero de las subvenciones concedidas por las corporaciones locales y los organismos públicos de ellas dependientes, corresponde a los órganos o funcionarios que tengan atribuido el control financiero de la gestión económica de dichas corporaciones y que, lo establecido sobre el objeto del control financiero, la obligación de colaboración de los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros relacionados con el objeto de la subvención o justificación, así como las facultades y deberes del personal controlador, es de aplicación al control financiero de las subvenciones de las administraciones locales.

De dicho control nos ocupamos ampliamente en el capítulo 7 de esta obra.

4.2.  El RLGS

El RLGS, que entró en vigor el 25 de octubre de 2007, se dicta por el legislador estatal, conforme a la disposición final primera, de acuerdo con el art. 149.1., apartados 13; Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, 14; Hacienda general y Deuda del Estado, y 18; Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y el procedimiento administrativo común, es decir, en base a los mismos títulos competenciales sobre la base de los que se aprobó la LGS.

Conforme a la disposición final segunda de la LGS, el RLGS, como norma que en desarrollo de la LGS aprueba la administración general del estado tiene carácter básico en la medida que constituya el complemento necesario respecto a las normas que tengan atribuida tal naturaleza conforme a la LGS.

EL RLGS fue aprobado cumpliendo, aunque extemporáneamente, el mandato establecido en la Disposición final tercera de la LGS, que establecía un plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la LGS, en orden a que se aprobara un reglamento general para su aplicación.

De acuerdo con lo establecido en el art. 1 del RGLS, el Reglamento tiene por objeto el desarrollo de la LGS y conforme al mismo, las subvenciones que otorguen las administraciones públicas han de ajustarse a los preceptos contenidos en la citada LGS, en el RLGS y en las normas reguladoras de cada una de ellas, sin perjuicio de lo establecido en la disposición final primera de la Ley (que como hemos visto determina que normas tienen carácter básico y cuales no), y en la disposición final primera del RLGS.

La disposición final primera del RLGS, determina que las disposiciones del Reglamento tienen carácter básico, salvo los siguientes Capítulos, Secciones, artículos, parte de los mismos o disposiciones que se enumeran:

Art. 3, art. 4, art. 5, art. 7.2.

Capítulo II del Título Preliminar.

Sección 1.ª del Capítulo III del Título Preliminar.

Art. 17, art. 21, art. 24, art. 25, art. 26, art. 27, art. 29, art. 30, art. 31, art. 32.

Sección 7.ª del Capítulo III del Título Preliminar.

Capítulo I del Título I, salvo el art. 55.

Capítulo II del Título I.

Capítulo III del Título I, salvo el apartado 1 del art. 65, el primer párrafo del apartado 1 del art. 66 y el primer párrafo del apartado 1 del art. 67.

Capítulo II del Título II.

Capítulo IV del Título II.

Capítulo V del Título II.

Capítulo II del Título III.

Título IV.

Disposición adicional primera, disposición adicional segunda, disposición adicional tercera, disposición adicional sexta, disposición adicional séptima, disposición adicional octava, disposición adicional novena, disposición transitoria primera, disposición transitoria segunda y disposición transitoria tercera.

El Reglamento, al igual que la LGS, señala que el resto de preceptos, serán únicamente de aplicación, en el ámbito de la administración general del estado.

Igual que sucede con la LGS, para las comunidades autónomas que hayan asumido competencias en materia de régimen local, solo serán de aplicación los preceptos básicos de la LGS a las entidades que integran la administración local en el ámbito territorial de dichas comunidades autónomas.

Las normas no básicas de la LGS, se aplican a las entidades que integran la administración local y de los organismos y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de las mismas, que pertenezcan a comunidades autónomas que no hayan asumido competencias en materia de régimen local

4.3.  La LTAIBG

La LTAIBG, aunque no sea una ley dirigida específicamente a regular la materia, contiene previsiones específicas que hemos de tener en cuenta.

El art. 1 de la LTAIBG señala que su objeto es «ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento».

La exposición de motivos de la LTAIBG señala que «en el ordenamiento jurídico español ya existen normas sectoriales que contienen obligaciones concretas de publicidad activa para determinados sujetos. Así, por ejemplo, en materia de subvenciones (32) . Sin embargo, esta regulación resulta insuficiente en la actualidad y no satisface las exigencias sociales y políticas del momento. Por ello, con esta Ley se avanza y se profundiza en la configuración de obligaciones de publicidad. La Ley se aplicará a determinadas entidades que, por su especial relevancia pública, o por su condición de perceptores de fondos públicos, vendrán obligados a reforzar la transparencia de su actividad».

Como sujetos obligados a las previsiones contenidas en la LTAIBG, el art. 3 b) incluye a las «entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en una cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan carácter de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros».

El art. 5, al regular los principios generales por los que se rige la publicidad activa, señala en su apartado 4 que: «la información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en las correspondientes sedes electrónicas o páginas web y de una manera clara, estructurada y entendible para los interesados y, preferiblemente, en formatos reutilizables» y que «cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los medios electrónicos puestos a su disposición por la Administración Pública de la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percibidas».

De ambos preceptos se desprende que, dentro de los sujetos beneficiarios de subvenciones obligados por las previsiones de la LTAIBG, se incluyen:


	
1.  Con carácter general, a todas las entidades privadas siempre que se cumpla una de las siguientes condiciones:
	
a)  Perciban durante el período de un año, (33)  ayudas o subvenciones públicas en una cuantía superior a 100.000 euros

	
b)  Al menos el 40 por cien del total de sus ingresos anuales tenga carácter de ayuda o subvención pública, y los mismos alcancen un mínimo la cantidad de 5.000 euros.





	
2.  Con carácter específico, las entidades sin ánimo de lucro que reúnan los requisitos siguientes:
	
a)  Que persigan fines de interés social o cultural

	
b)  Su presupuesto sea inferior a 50.000 euros







En lo que respecta a estas últimas, las obligaciones derivadas de la LTAIBG pueden ser cumplidas utilizando los medios electrónicos puestos a su disposición por la administración pública de la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percibidas, determinación que no deja de ser complicada y para cuyo cumplimiento debería recabarse por las administraciones subvencionadoras los presupuestos anuales de tales entidades, y el detalle de las subvenciones que aquéllas perciban.

Por su parte, el art. 18 de la LGS que regula la publicidad de las subvenciones precisa, que «en el caso de que se haga uso de la previsión contenida en el art. 5.4 de la citada Ley, la Base de Datos Nacional de Subvenciones servirá de medio electrónico para el cumplimiento de las obligaciones de publicidad».

Por tanto, la publicidad a realizar por la administración pública de la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percibidas puede canalizarse a través de dicha Base de Datos Nacional de Subvenciones

Finalmente, el art. 8 cuya rúbrica es «información económica, presupuestaria y estadística», señala que «los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la LTAIBG, deberán hacer pública, como mínimo, la información relativa a los actos de gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas.  (34) 

b) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y beneficiarios».

En relación a los convenios suscritos el art. 53 de la LRJSP, previene que los mismos se remitan al Tribunal de Cuentas cuando sus compromisos económicos asumidos superen los 600.000 euros.

Debemos poner de relieve la incongruencia del apartado c) del art. 8, con lo previsto en el art. 30 del RLGS (35) , del que se desprende que, solo han de publicarse las subvenciones cuyo importe no sea superior a 3.000€, como ya pusiera de relieve, el Dictamen núm. 707/2012, de 19 de julio del Consejo de Estado, emitido sobre el Anteproyecto de Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

En definitiva, a las medidas de publicidad de las subvenciones que ya contienen las normas específicas; LGS y RLGS, se añaden las que establece la LTAIBG debiendo tenerse en cuenta que mientras las primeras se canalizan a través de la Base de Datos Nacional de Subvenciones, las segundas tienen su sitio en el Portal de Transparencia de la entidad local correspondiente, y que conjugar ambas, puede no ser tarea fácil.

4.4.  El Código Penal

Además del cuadro de infracciones y sanciones que contempla la LGS, cuando la conducta de los beneficiarios tenga relevancia penal ha de estarse a lo determinado en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal en cuyo Título XIV, relativos a los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, art. 308 señala que el que obtenga subvenciones o ayudas de las Administraciones Públicas en una cantidad o por un valor superior a ciento veinte mil euros falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de su importe salvo que lleve a cabo el reintegro de las mismas.

Las mismas penas se prevén para el que, en el desarrollo de una actividad sufragada total o parcialmente con fondos de las administraciones públicas los aplique en una cantidad superior a ciento veinte mil euros a fines distintos de aquéllos para los que la subvención o ayuda fue concedida salvo que lleve a cabo el reintegro de los mismos.

Tales modalidades de conducta típica coinciden con las enumeradas en los apartados a) y b) del art. 58 de la LGS, como infracciones muy graves

Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas:

«a) La obtención de una subvención falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.

b) La no aplicación, en todo o en parte, de las cantidades recibidas a los fines para los que la subvención fue concedida».

El elemento diferenciador entre falta administrativa y delito es pues la cuantía de las cantidades afectadas, siendo únicamente falta cuando su importe se igual o inferior a ciento veinte mil euros.

Del desarrollo de esta figura delictiva nos ocuparemos, con mayor profundidad en el capítulo 8 de la presente obra.

4.5  La LOTC

Sin perjuicio de la actuación de los órganos de control de las comunidades autónomas, corresponde al Tribunal de Cuentas, la fiscalización de las subvenciones, créditos, avales u otras ayudas del sector público percibidas por personas físicas o jurídicas.

El art. 4 de la LOTC, determina que integran el sector público:


	
a)  La administración del estado.

	
b)  Las comunidades autónomas.

	
c)  Las corporaciones locales.

	
d)  Las entidades gestoras de la Seguridad Social.

	
e)  Los organismos autónomos.

	
f)  Las sociedades estatales y demás empresas públicas.



A tal efecto, el Informe o Memoria anual que el Tribunal debe remitir a las Cortes Generales en virtud del art. 136.2 de la CE (36)  al que se refiere el art. 13 de la LOTC, ha de comprender el análisis de la Cuenta General del Estado y de las demás del sector público, y se ha de extender a la fiscalización de la gestión económica del Estado y del sector público y, entre otros, en lo que aquí nos interesa, al empleo o aplicación de las subvenciones con cargo a fondos públicos.

5.  Marco normativo local

Los problemas interpretativos que adelantábamos, derivados de la posible derogación tacita de algunos de los preceptos de las normas locales a las que nos vamos a referir, se hubieran resuelto, si el legislador hubiera dado cumplimiento a lo previsto en le disposición final primera de la LBRL, que confería al gobierno de la nación un plazo de un año desde la entrada en vigor de la citada Ley Básica, para actualizar y acomodar a lo dispuesto en la misma, todas las normas reglamentarias que continuaban vigentes y, en particular, en lo que aquí nos interesa, el RSCL, con las modificaciones de que había sido objeto por disposiciones posteriores.

5.1.  El TRLRHL

El citado texto legal realiza una muy escasa e incompleta regulación sobre la materia. Si bien es cierto que se trata de un texto normativo que refunde una norma anterior, la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en el momento de su aprobación ya se encontraban vigentes el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria y el Decreto 2784/1964 de 27 de julio, sobre justificación de las subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado y de las entidades estatales autónomas.

El Real Decreto Legislativo 1091/1988, a pesar de dedicar únicamente sus arts. 81 y 82 a las ayudas y subvenciones públicas, delimitaba el concepto de ambas, la competencia para su otorgamiento, los conceptos de beneficiario y entidad colaboradora, los principios que debían informar su otorgamiento, la necesidad de aprobar las Bases Reguladoras de tales técnicas de fomento, su contenido, la obligación de reintegro y sus consecuencias, así como un régimen de infracciones y sanciones específico en la materia.

El TRLRHL, no solo no regula los aspectos citados, sino que tampoco realiza remisión normativa a tal norma.

Únicamente se ocupa de declarar la necesidad de que los beneficiarios acrediten que se hallan al corriente de sus obligaciones fiscales con la entidad, y de justificar los fondos recibidos, sin definir cómo, y de incluir, dentro de la función interventora, el control de la aplicación de las subvenciones.

De este modo, el art. 189 del TRLRHL, al regular los requisitos previos a la expedición de órdenes de pago, señala en su apartado 2 que «los perceptores de subvenciones concedidas con cargo a los presupuestos de las entidades locales y de los organismos autónomos vendrán obligados a acreditar, antes de su percepción, que se encuentran al corriente de sus obligaciones fiscales con la entidad, así como, posteriormente, a justificar la aplicación de los fondos recibidos», lo que es la adaptación específica, al ámbito local, de lo señalado en el art. 13.2 e) de la LGS, que determina, en sentido negativo, como prohibición para ser beneficiario de subvenciones, «no hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias».

Junto con el artículo anterior, hemos de tener en cuenta lo dispuesto en el art. 214 del TRLRHL, que tras señalar que «la función interventora tendrá por objeto fiscalizar todos los actos de las entidades locales y de sus organismos autónomos que den lugar al reconocimiento y liquidación de derechos y obligaciones o gastos de contenido económico, los ingresos y pagos que de aquéllos se deriven, y la recaudación, inversión y aplicación, en general, de los caudales públicos administrados, con el fin de que la gestión se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso», añade que «el ejercicio de la expresada función comprenderá d) La intervención y comprobación material de las inversiones y de la aplicación de las subvenciones».

Dicha norma ha de conectarse con la regulación que se contiene en la LGS, en relación al control financiero de las subvenciones; Título III, arts. 44 a 51, y la disposición adicional segunda, sobre colaboración de la Intervención General de la administración del estado con otras Administraciones públicas, en las actuaciones de control financiero de subvenciones.

El apartado 2 de dicha disposición adicional prevé que las corporaciones locales puedan solicitar de la Intervención General de la administración del estado la realización de los controles financieros sobre beneficiarios de subvenciones concedidas por estos entes, sujetándose el procedimiento de control, reintegro y el régimen de infracciones y sanciones a lo previsto la LGS.

La realidad es otra, y tal previsión no ha tenido la aplicación práctica que debiera, auxiliando de ese modo, a las entidades locales dotadas de menores recursos humanos.

5.2.  El RD 500/1990

Si absolutamente parca es la regulación del TRLHL, aún lo es más la que efectúa el RD 500/1990.

El RD 500/1990, solo dedica su art. 59 a la cuestión, en el que se determina que «previamente al reconocimiento de las obligaciones habrá de acreditarse documentalmente ante el órgano competente la realización de la prestación o el derecho del acreedor de conformidad con los acuerdos que en su día autorizaron y comprometieron el gasto» añadiendo que en las bases de ejecución del presupuesto, «establecerán la forma en que los perceptores de subvenciones acreditarán el encontrarse al corriente de sus obligaciones fiscales con la entidad y justificarán la aplicación de los fondos recibidos».

Por lo tanto, son las citadas bases de ejecución, las que han de concretar tales extremos, siempre dentro del marco de las previsiones de la LGS y el RLGS.

5.3.  El RSCL

El RSCL, dedica, dentro de su Título II, que tiene como rúbrica la «Acción de Fomento», sus arts. 23 a 29.

5.3.1.  Potestad de otorgamiento

Las corporaciones locales pueden conceder subvenciones, conforme al art. 23, apartado 1:


	
1)  A entidades, organismos o particulares.

	
2)  Cuyos servicios o actividades complementen o suplan los atribuidos a la competencia local.

	
3)  Con sujeción a lo previsto por el art. 180 del Reglamento de Haciendas Locales.



El apartado 2, indica que, para su otorgamiento se aplicará el Reglamento de Contratación (37) , y las licitaciones que se convoquen, tenderán a la baja de la cuantía de la subvención.

Finalmente, el apartado 3, determina que las subvenciones para financiar servicios municipales o provinciales se regirán por lo dispuesto en el Título Tercero, que regula los servicios de las corporaciones locales. Éstas últimas, de las que nos ocuparemos en el siguiente capítulo, no tienen la consideración de subvenciones a los efectos de la LGS, y del RLGS.

Desde el punto de vista subjetivo, como se aprecia leyendo el precepto, los beneficiarios pueden ser tanto sujetos de derecho público como de derecho privado.

Desde el punto de vista objetivo o material, los servicios o actividades que desarrollen los beneficiarios han de complementar, o, en su caso, suplir, los atribuidos a la competencia de la Entidad Local concedente, y han de desplegar sus efectos en el ámbito territorial de la misma.

A este respecto, con relación a la constricción de las subvenciones al ámbito competencial de las entidades locales competentes, la STSJ de Castilla y León de Burgos, de 22 de noviembre de 2001, rec. 336/2001 (LA LEY 195519/2002) señaló que «la validez de los acuerdos adoptados por los municipios, dependerá que se tomen dentro del ámbito de sus competencias, que se reduce a la comunidad vecinal a la que sirve y para la que está pensada, como así lo establece el art. 25 de la Ley 7/1985, de forma que cuando excede del circulo de interés, el puramente municipal y comunal de sus vecinos, los acuerdos adoptados serán nulos de pleno derecho, por ser contrarios a la Ley art. 62 de la LRJ-PAC (38) . La actuación de los representantes municipales, debe estar presidida por satisfacer y servir a los intereses de los vecinos que les eligieron, y entre ellos, están los económicos».

Como señala la sentencia citada, los efectos de las subvenciones han de desplegarse en el ámbito territorial de la respectiva Entidad Local, y así, la STS de 21 de junio de 2006, rec. 10442/2003 (LA LEY 70092/2006) determinó que «el término municipal, es el único territorio que, conforme al art. 12 LBRL, ejerce sus competencias el Ayuntamiento. Son los vecinos del municipio no solo los que contribuyen a las cargas municipales sino también los beneficiarios de los servicios públicos municipales que constituyan sus competencias. En tal sentido resulta certera la sentencia de instancia cuando afirma que la autonomía local, constitucional y legalmente consagrada, nunca es expresiva de soberanía y si alusiva a los poderes limitados que señala la STC 84/1982, de 23 de diciembre (LA LEY 120-TC/1983), es decir para la gestión de sus respectivos intereses que, como ya hemos declarado, se encuentran constreñidos al respectivo ámbito territorial».

En la misma línea, la STSJ del País Vasco de 22 de enero de 2015, rec. 315/2013 LA LEY 12828/2015, en relación a un convenio de colaboración entre la Diputación Foral de Gipuzkoa y un colegio establecido en Francia para financiar los trabajos de renovación y ampliación del centro, anuló dicho Convenio por entender que se vulneraban los límites territoriales del ejercicio de las competencias de la Diputación Foral al no existir título, instrumento o punto de conexión territorial que amparase la actuación de la Diputación.

Sin embargo, las entidades locales aún siguen otorgando subvenciones en materias en las que la competencia corresponde a otras Administraciones, cuestión que se analizará más tarde.

5.3.2.  Aplicación de la normativa contractual

Tal aplicación, solo puede tener carácter supletorio, y dada la complitud de la legislación en materia de subvenciones, la aplicación práctica de dicha normativa contractual es absolutamente residual (39) .

En todo caso, cuando las subvenciones se instrumenten mediante convenio de colaboración, tales convenios están excluidos del ámbito de aplicación del TRLCSP (40)  conforme a los apartados 1 c) y d) de su art. 4

De conformidad con lo señalado en el artículo 4, apartado 1, letra d) del TRLCSP, (41) tale s convenios quedan excluidos del ámbito de aplicación de dicha norma, que no obstante será de aplicación subsidiaria para la interpretación de las dudas que puedan surgir de su cumplimiento, conforme al apartado 2 del citado artículo 4 (42) 

Igualmente creemos, por la misma razón, que la previsión de que las convocatorias de subvenciones tiendan a la baja de la cuantía de la subvención, como si de una licitación contractual se tratara, hay que entenderla hoy día inaplicable por incompatibilidad con la LGS y el RGLS.

Así lo reconoce la STS de 25 de octubre de 2013, rec. 3099/2010 LA LEY 164237/2013 al señalar que «la subvención además no es calificable como un contrato sino que se trata de un acto unilateral sujeto a condición y por tanto es revocable si no se han cumplido las condiciones en que fue otorgada. Se cuestiona que la subvención pueda calificarse como un contrato cuyo incumplimiento por una de las partes imponga su resolución, al advertir que se trata de un acto unilateral sujeto a condición y, por tanto, revocable si se ha acreditado el incumplimiento de la finalidad para la que fue otorgada».

Sobre la remisión que efectúa el art. 23 al art. 180 del Reglamento de Haciendas Locales, hay que indicar que la disposición derogatoria, apartado 2, de Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales derogó dicho Reglamento.

En la actualidad ha de estarse al RD 500/1900 y al TRLRHL, en los términos que hemos analizado.

5.3.3.  Concepto local de subvención

El art. 24 del RSCL define las subvenciones como «cualquier auxilio directo o indirecto, valorable económicamente, a expensas de las entidades locales, que otorguen las Corporaciones, y, entre ellos, las becas, primas, premios y demás gastos de ayuda personal».

La amplia definición que realiza el RSCL, parece querer abarca cualesquiera medios de fomento, ya sean estos directos o indirectos. En un sentido literal abarcaría cualquier tipo de ayuda pública local, susceptible de valoración económica o de cuantificación en dinero, aunque no suponga un desembolso efectivo.

Ello obedece a que en el momento en que se aprobó el RSCL, la actividad de fomento incluía todo el conjunto de ayudas públicas a las que hemos hecho referencia en apartados anteriores.

Esta definición ha de interpretarse a la luz del art. 2 de la LGS, que señala que, a los efectos de dicha ley son subvenciones, toda disposición dineraria realizada por cualesquiera de los sujetos contemplados en el art. 3 de esta ley (ámbito subjetivo de aplicación), a favor de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos:


	
1)  Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios.

	
2)  Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido.

	
3)  Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.



Este concepto legal, más restringido que el que deriva del RSCL ha generado conflictos por su contraposición con el recogido en el citado reglamento, que han tenido que resolverse por los tribunales, como así ha sucedido, a título de ejemplo, con la utilización de la figura de la subvención para instrumentar beneficios fiscales.

La STSJ de Andalucía de Granada, de 28 de mayo de 2012, rec. 479/2010 (LA LEY 134892/2012), vino a negar la posibilidad de que mediante ordenanza fiscal reguladora del correspondiente impuesto municipal, se concediesen beneficios fiscales diferentes a los establecidos con norma de rango de ley, o derivados de tratados internacionales, a través de configurar los mismos como subvenciones.

En un sentido más ajustado a la normativa vigente en materia de subvenciones, estaríamos ante ayudas o auxilios económicos directos, concedidos por las entidades locales, a título no devolutivo, y afectadas al cumplimiento de una finalidad de interés público.

Se otorgan pues, de modo gratuito pero sin que sea posible concederlas por mera liberalidad, como después veremos.

1) Auxilio indirecto

Como hemos venido señalando como auxilios indirectos podemos catalogar los denominados incentivos, que en la práctica albergan todo tipo de medidas, que sin suponer una entrega dineraria directa al beneficiario, facilitan, de modo indirecto, que éste realice la actividad de interés público de que se trate, como son los estímulos fiscales y las ayudas financieras, y que suponen una merma de ingresos para las entidades concedentes.

Los estímulos o beneficios fiscales como hemos dicho se hayan excluidos de la LGS, y en lo que respecta a las ayudas financieras, suelen escapar en la mayoría de los casos a la competencia y capacidad económica de las entidades locales.

2) Becas (43) 

Se trata de ayudas económicas concedidas para facilitar la formación de los destinatarios, aunque, en la actualidad, se ha hecho un uso extensivo del término, que incluye otro tipo de ayudas destinadas a fines diferentes, como las que se orientan a favorecer la actividad deportiva de atletas de nivel.

En lo que se refiere a las becas la STS de 21 de julio de 1989 (LA LEY 131649-JF/0000), señaló al respecto que, «la concesión de becas tiene cierta naturaleza convencional, con derechos y obligaciones para cada una de las partes, entre las últimas, la de satisfacer el importe de la beca a cargo del que la concede y la de realizar determinados trabajos, investigaciones o estudios con aprovechamiento a cargo del beneficiario, sin perjuicio de otras condiciones que puedan ser impuestas».

Por ello «la cancelación de la beca no constituye una sanción para cuya imposición debe seguirse el procedimiento especial regulado en la Ley de Procedimiento Administrativo, cuando en realidad se trata, de la resolución de una convención acordada por la Administración ofertante con fundamento en el incumplimiento por el aceptante de una de las condiciones establecidas».

El uso, a veces incorrecto, que se ha hecho de la figura ha determinado que los tribunales hayan tenido que establecer sus elementos diferenciadores respecto a las relaciones laborales.

Para la STS de 13 de junio de 1988 LA LEY 66-6/1988 «no es siempre fácil diferenciación entre beca y una verdadera relación laboral, por cuanto en ambas estamos ante una actividad que es objeto de una remuneración existiendo una zona fronteriza entre ambas instituciones. La beca puede considerarse como una donación modal del art. 619 del Código Civil, en virtud de la cual el becado recibe un estipendio comprometiéndose a la realización de algún tipo de trabajo o estudio que redunda en su formación y propio beneficio, primándose la finalidad formativa de la beca, mientras que si prevalece el interés de la entidad local en la obtención de una prestación de servicios, se trata de una relación o contrato sujeto a la legislación laboral».

3) Premios

Respecto a la naturaleza jurídica de los premios, ha de entenderse que se trata de subvenciones conforme al art. 4 a) de la LGS, cuando se otorguen, previa solicitud del beneficiario, no estando sujetos a tal norma, en caso contrario.

Así pues no lo estarían los premios de carácter honorífico (que se otorgan por las entidades locales para reconocer la labor realizada por determinados profesionales, artistas o empresarios de la localidad) y ello, con independencia de que los mismos puedan conllevar aparejada una dotación económica, que por regla general, no es sustancial.

Si lo están, como regla general, los premios educativos, culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza, que se otorguen por las entidades locales, aunque no parece que sea proporcional la aplicación del régimen previsto en la LGS y el RLGS, dada la habitual pequeña dotación económica que los mismos comportan, habida cuenta que el régimen especial que para los mismos preveía disposición adicional décima de la LGS no se ha desarrollado reglamentariamente.

5.3.4.  Principio de eficacia administrativa

Por imperativo de lo dispuesto en el art. 25 del RGLS, sólo puede aplicarse el régimen de subvención a servicios de índole económica cuando se demuestre, en el expediente que al efecto se instruya, la imposibilidad de utilizar cualquiera otra modalidad de prestación o la mayor carga económica que con ellas se ocasionaría.

El citado artículo es trasunto del principio de eficacia, que ha de interpretarse como el grado de consecución de los objetivos a los que se destina las subvenciones.

La eficacia administrativa, se reconoce en los arts. 31.2 y 103.1 de la CE que señalan, respectivamente que «el gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía» y que «la administración pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia (…/…)».

En el ámbito local tal principio de se recoge en el art. 6.1 de la LRBRL, «las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de acuerdo con los principios de eficacia (…/…)».

La inobservancia de tal principio hace que el art. 25 del RSCL, sancione con nulidad aquellas subvenciones que se destinen a fines que por sí mismas puedan cumplir las entidades locales.

No obstante, parece que el ámbito de actuación de esta norma opera respecto de la organización interna de los servicios propios de las corporaciones locales, y se refiere igualmente a la gestión indirecta de servicios, que tienen su regulación propia en el ámbito contractual.

5.3.5.  Régimen de otorgamiento

El art. 26 regula el régimen de otorgamiento de subvenciones sobre las siguientes premisas:


	
1)  Tendrán carácter voluntario y eventual excepto lo que se dispusiere legal o reglamentariamente.

	
2)  La corporación podrá revocarlas o reducirlas en cualquier momento, salvo cláusula en contrario.

	
3)  No será invocables como precedente.

	
4)  No excederán, en ningún caso, del 50 por 100 del coste de la actividad a que se apliquen.

	
5)  No será exigible aumento o revisión de la subvención.



1) Competencia para su otorgamiento

El apartado 4, del art. 10 de la LGS remite la competencia para conceder subvenciones en las corporaciones locales a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen local.

La normativa local a la que se remite no fija, expresamente, como en tantas otras cuestiones, cuáles son los órganos competentes en materia de otorgamiento de subvenciones, por lo que entendemos que ha de estarse a las competencias residuales establecidas en favor de los Alcaldes y Presidentes de las Diputaciones en los arts. 21.1.s) y 34.1 o) de la LBRL.

Debe tenerse en cuenta que las bases reguladoras de las subvenciones, a diferencia de su convocatoria, tienen carácter reglamentario, y ello porque tienen una vocación de duración indefinida, y no son meros actos aplicativos del ordenamiento jurídico, sino que innovan aquél, como reiteradamente lo ha reconocido la jurisprudencia, por todas ellas la STS de 23 de junio de 2014, rec. 3457/2012 LA LEY 80699/2014.

Tal carácter reglamentario hace que la competencia para su aprobación, recaiga en el Pleno, conforme al art. 22 2 d), para los municipios, 33. 2 b), para las provincias, ambos de la LBRL, competencia que no es delegable.

No sucede lo mismo con las convocatorias de subvenciones, que han de fundamentarse en la previa existencia de una ordenanza general de subvenciones, unas bases reguladoras generales o específicas, que suponen su aplicación concreta, para un ámbito temporal determinado y cuyos efectos se agotan con el otorgamiento de las subvenciones que revisten su objeto.

Respecto de estas últimas, entendemos que con base a las competencias residuales antes señaladas, su aprobación, salvo delegación, corresponde a los alcaldes presidentes de las Diputaciones y Cabildos y Consejos Insulares.

2) Carácter eventual o voluntario

Como se ha citado anteriormente, salvo que su otorgamiento venga previsto por norma de carácter legal o reglamentario, la jurisprudencia, por todas ellas, la STS de 7 de abril de 2003, rec. 11328/1998 (LA LEY 66121/2003) entiende que «el establecimiento de la subvención puede inscribirse en el ámbito de las potestades discrecionales de las Administraciones públicas» aunque «una vez que la subvención ha sido regulada normativamente termina la discrecionalidad y comienza la previsión reglada cuya aplicación escapa al puro voluntarismo de aquéllas», añadiendo que «el otorgamiento de las subvenciones ha de estar determinado por el cumplimiento de las condiciones exigidas por la norma correspondiente, pues de lo contrario resultaría arbitraria y atentatoria al principio de seguridad jurídica».

3) Revocables o reducibles en cualquier momento

Alude a la concepción de que las entidades locales, por el carácter de precario del acto de otorgamiento, podían revocar o reducir las subvenciones otorgadas.

Creemos que este apartado no se compadece con el régimen jurídico vigente de las subvenciones, puesto que una vez concedidas, solo podrán dejar de hacerse efectivas, en los supuestos en los que legalmente proceda su reintegro, y con arreglo al procedimiento previsto a tal fin, sin perjuicio de la revisión de oficio de su convocatoria, o de las correspondientes resoluciones de concesión, si concurren los requisitos legales, establecidas legalmente.

Así, la SAN de 13 de junio de 2013, rec. 797/2012 LA LEY 101882/2013 entiende que una vez la subvención se ha otorgado por resolución administrativa firme, si no se inicia procedimiento de revisión de oficio ni de declaración de lesividad de tal resolución, la misma determina una obligación de pago insoslayable.

4) No serán invocables como precedente

En la medida que las subvenciones están sujetas al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, o la concurrencia de una situación, deja de tener sentido que puedan invocarse como precedente, pues el otorgamiento, dependerá, en cada ocasión, del concreto proyecto, actividad, o comportamiento singular, que la norma que regule la convocatoria de las subvenciones determine.

La STSJ del Principado de Asturias de 8 de mayo de 2009, rec. 2283/2006 LA LEY 121963/2009 en tal sentido señaló que «el que en anteriores convocatorias se le haya concedido la subvención, no por ello se adquiere un derecho a que obtenga el mismo beneficio en sucesivas convocatorias, quedando tal posibilidad condicionada en primer lugar a que cumpla los requisitos, y en segundo lugar a que exista dotación presupuestaria suficiente para concederla, lo que a su vez depende de las solicitudes formuladas por otras entidades».

5) No superarán el límite del 50 por cien del coste de la actividad a que se apliquen

En lo que se refiere al límite del 50 por cien del coste de la actividad a que se apliquen, la entonces Dirección General de Régimen Jurídico del Ministerio de Administraciones públicas hubo de emitir informe al respecto en el que señaló que:


	
a)  El Título II del RSCL en general, y el art. 26, en particular, no cuentan, ni ahora, ni cuando se aprobó el RSCL, con una referencia de carácter legal de la que se pudiera considerar desarrollo reglamentario.

	
b)  Tal previsión se estableció en razón de la situación absurda que se derivaba del supuesto en que una entidad pública financiara mayoritariamente una actividad privada cuando, con el mismo esfuerzo económico, podría utilizar un medio gestor más adecuado, como la gestión indirecta del servicio, que le permitiría conservar un control más estricto. Sin embargo, un subsidio que atienda solo la mitad de los gastos previsibles en algunos casos puede resultar inadecuado. Al Reglamento le falta una distinción en esta materia, entre las actividades puramente económicas, y las sociales, en las que el límite es inoperante.

	
c)  Ninguna de las vigentes normas legales que tienen carácter de bases de régimen local (LBRL, TRRL y la entonces vigente Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales), contiene previsión alguna sobre límites a las subvenciones que puedan otorgar las entidades locales. Por ello, los preceptos sobre subvenciones del RSCL, no pueden tener carácter de bases del Régimen Local, al no responder al concepto de bases establecido por el Tribunal Constitucional, ni formal (sería imposible al ser preconstitucional) ni material.

	
d)  Al carecer de carácter básico dicha regulación, el RSCL ha de considerarse legislación supletoria, de aplicación en ausencia de la correspondiente de la comunidad autónoma.

	
e)  Su vigencia en más que dudosa porque el carácter de regulación reglamentaria es incompatible con el establecimiento de una limitación a las competencias de gestión presupuestaria, en materia de gasto de las entidades locales, sin ninguna habilitación legal para ello.

	
f)  Por otra parte y a través de otros títulos competenciales distintos del régimen local, pueden imponerse limitaciones a la cuantía de las subvenciones.



Entendemos que el último punto es el que avala la regulación de la LGS y RGS dictado al amparo de lo previsto en el art. 149.1. apartados 13; Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, 14; Hacienda general y Deuda del Estado, y 18 Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y el procedimiento administrativo común, y que el art. 19 de la LGS, hace que debamos entender tácitamente derogado el límite del 50 por cien analizado, por cuanto, el mismo permite que la normativa reguladora de la subvención pueda exigir un importe de financiación propia para cubrir la actividad subvencionada, lo que, a sensu contrario, posibilita que el porcentaje de financiación pueda llegar a ser del cien por cien, siempre que el importe de las subvenciones, en ningún caso, aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad subvencionada.

6) No será exigible aumento o revisión de la subvención

Ha der así, salvo que la norma que rija la convocatoria prevea que en el caso de que existan remanentes sean repartidos entre los beneficiarios.

5.3.6.  Destino de las subvenciones

El art. 27 regula el destino de las subvenciones señalando que:

Serán nulos los acuerdos de subvenciones que obedezcan a mera liberalidad.


	
1)  Dicha nulidad alcanzará los acuerdos de subvenciones destinadas a finalidades que las corporaciones puedan cumplir por sí mismas con igual eficacia y sin mayor gasto que el representado por la propia subvención.

	
2)  Las corporaciones locales podrán, no obstante, conceder directamente subvenciones para finalidades distintas de las previstas en el art. 180 del Reglamento de Haciendas Locales, con cargo a consignaciones globales o específicas que no excedieren, en conjunto, ni en ningún caso, del 1 por 100 del presupuesto ordinario.



1) Liberalidad

La donación, conforme al art. 618 del Código Civil, es un acto de liberalidad por el cual una persona dispone gratuitamente de una cosa en favor de otra, que la acepta. Esa característica de liberalidad de la donación hace que sea imposible su aplicación en ámbito de la administración, y como señala el art. 27.1 del RSCL, su trasgresión, vicia de nulidad los acuerdos de subvenciones que obedezcan a la misma, habiendo señalado el Tribunal Supremo en sus sentencia de 27 de mayo de 1977 que, con ello, se atenta contra el principio de igualdad.

En la misma línea la STSJ Aragón de 27 de febrero de 2004, rec. 397/2001 (LA LEY 2321/2004) declara que «de conformidad con el art. 27.1 del Reglamento de Servicio de las Corporaciones Locales, serán nulos los acuerdos de subvenciones que obedezcan a mera liberalidad, el acto administrativo impugnado no debe seguir siendo calificado como acto discrecional –calificación que tradicionalmente se ha seguido atendiendo a las ideas de liberalidad, gratuidad y precariedad de la subvención– y ello porque existen elementos reglados que con mayor o menor intensidad, según los casos, restringen la discrecionalidad administrativa».

El carácter modal de la subvención impide pues, que la misma obedezca a mera liberalidad.

2) Nulidad de las subvenciones destinadas a finalidades que las corporaciones puedan cumplir por sí mismas con igual eficacia y sin mayor gasto.

Este apartado vuelve a pivotar sobre el principio de eficacia administrativa señalado en el art. 25 del RSCL que ya se ha analizado, a cuyas consideraciones nos remitimos.

3) Concesión de subvenciones para finalidades distintas de las previstas en el art. 180 del Reglamento de Haciendas Locales, con cargo a consignaciones globales o específicas que no excedan, del 1 por 100 del presupuesto ordinario,

Sobre tal art. 180 del Reglamento de Haciendas Locales, nuevamente hay que indicar que la Disposición Derogatoria, apartado 2, de Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales derogó dicho Reglamento, por lo que las limitaciones que plantea dicho apartado son inoperantes.

5.3.7.  Subvenciones a organismos oficiales

El art. 28 regula la concesión por las corporaciones locales de subvenciones a organismos oficiales señalando que será necesario: 


	
1)  Que estén autorizados expresamente por el Ministerio de que dependa la entidad que solicite la subvención, y

	
2)  Que la corporación local sea también autorizada por la Dirección General de Administración Local si la cuantía de la subvención hubiere de exceder del 25 por 100 del importe del servicio o del presupuesto en que se cifre la prestación.



Este artículo, en su conjunto, ha de entenderse derogado, por ser contrario a la autonomía local ya que las entidades locales no están sujetas, en la actualidad, a los controles de tutela administrativa que antes ejercía sobre ellas la administración del estado.

5.3.8.  Procedimientos de concesión

El art. 29 regula el procedimiento de otorgamiento de subvenciones, estableciendo:


	
1)  Los auxilios de carácter docente y para estímulo de actividades artísticas se concederán por oposición o concurso de méritos, que juzgarán Tribunales, Jurados o Comisiones calificadoras, en los que actuará como Secretario el de la Corporación.

	
2)  Las demás subvenciones se otorgarán con arreglo al procedimiento dispuesto por el Reglamento de Contratación de las Corporaciones Locales y las licitaciones se referirán, por orden sucesivo, a los siguientes supuestos:
	
-  Si lo considerase pertinente la corporación, rebaja en el valor de la subvención.

	
-  Mejoras sobre las condiciones que para la obra, instalación, servicio o, en general, actividad para la que se aplique la subvención señalare el pliego de condiciones.

	
-  Mayor economía para el público, y

	
-  Beneficio que se otorgare a la entidad local, en forma de canon, participación en beneficios o cualquier otro.







De este modo, el art. 29 contempla un doble procedimiento, según la naturaleza y fines de las subvenciones, para su concesión:


	
1)  Las de carácter cultural (auxilios de carácter docente y para estímulo de actividades artísticas) que las somete a oposición o concurso de méritos (en terminología de la LGS y el RLGS, a concurrencia competitiva).

	
2)  Las restantes, al procedimiento licitatorio, que como hemos dicho solo tiene cabida de forma supletoria a lo previsto en la LGS y el RGLS, por lo que tal previsión no es de aplicación.



Los criterios para el otorgamiento de las subvenciones que recoge el precepto, no se ajustan al marco normativo vigente en materia de subvenciones.

5.4.  El ROF

5.4.1.  Subvenciones a las asociaciones vecinales

La Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, prevé en su art. 31 que las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promuevan y faciliten el desarrollo de las asociaciones y federaciones, confederaciones y uniones que persigan finalidades de interés general, respetando siempre la libertad y autonomía frente a los poderes públicos y que las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, puedan establecer con las asociaciones que persigan objetivos de interés general, convenios de colaboración en programas de interés social.

En el ámbito local el ROF dedica su art. 232, a la regulación de las subvenciones a las asociaciones que defiendan intereses generales o sectoriales, de los vecinos, señalando que:

«En la medida en que lo permitan los recursos presupuestados, el Ayuntamiento podrá subvencionar económicamente a las asociaciones para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos, tanto por lo que se refiere a sus gastos generales como a las actividades que realicen»

Establece dos tipos de subvenciones;


	
1)  Las destinadas a los gastos de funcionamiento ordinario de aquéllas, y

	
2)  Las que se dirigen a fomentar las actividades que llevan a cabo.



En lo que se refiere a tales actividades, la jurisprudencia las ha conceptuado desde una perspectiva nada restrictiva.

La STS de 20 de marzo de 2007, citada por la SAN de 23 de enero de 2014, rec. 13-03955/2013 LA LEY 17215/2014, realizó una interpretación amplia y flexible los fines de interés general que se perseguían con la subvención otorgada a una asociación, cuyo objeto eran los festejos navideños y la subida a la ermita de la localidad, sobre la base de considerar que «El objeto de la ayuda se orienta hacia la función de motor de la vida social del pueblo y de lugar de encuentro para muchos vecinos, que dichas actividades –al igual que el propio local de la Sociedad– desempeñan. En otras palabras: lo que se pretende con alicientes de este tipo es que los vecinos compartan actividades sociales en su misma localidad».

Añade el art. 232 del ROF que:

En tal caso, el presupuesto municipal incluirá una partida destinada a tal fin, y en sus bases de ejecución se establecerán los criterios de distribución de la misma que, en todo caso, contemplarán su representatividad, el grado de interés o utilidad ciudadana de sus fines, su capacidad económica autónoma y las ayudas que reciban de otras entidades públicas o privadas.

5.4.2.  Criterios de distribución

Por lo tanto, dicho artículo obliga, si bien de forma condicionada a la existencia de recursos presupuestarios del correspondiente Ayuntamiento (44) , a subvencionar los gastos generales, así como los de actividades de tales asociaciones, conforme a las bases de ejecución de su presupuesto y conforme a los criterios de distribución que el mismo enumera:


	
1)  Representatividad.

	
2)  Grado de interés o utilidad ciudadana de sus fines.

	
3)  Capacidad económica autónoma.

	
4)  Ayudas que reciban de otras entidades públicas o privadas.



La representatividad, se traduce en el número de socios de la asociación, y por ello su comprobación habilita a la administración concedente a que la misma, sea puesta manifiesto por las asociaciones beneficiarias, en tal sentido la STSJ del Principado de Asturias de 18 de octubre de 2001, rec. 2210/1997 LA LEY 184756/2001, estimó que la negativa a que una asociación pusiera a disposición del Ayuntamiento el Libro de Registro de Socios, advirtiéndole que de no cumplimentarlo en tiempo y forma, quedaría sin la subvención, legitimaba al Ayuntamiento convocante para denegar la subvención solicitada.

Aunque la norma no se refiere a ello, parece lógico que se exija para el otorgamiento de tales ayudas que tales asociaciones tengan su domicilio social en el término municipal de los Ayuntamientos concedentes.

5.4.3.  Registro Municipal de Asociaciones Vecinales

El art. 236 del ROF prevé que los derechos reconocidos a las asociaciones para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos en los arts. 232, 233, 234 y 235 del citado Reglamento, sólo serán ejercitables por aquellas que se encuentren inscritas en el Registro Municipal de Asociaciones Vecinales, registro que tiene por objeto permitir al Ayuntamiento conocer el número de entidades existentes en el Municipio, sus fines y su representatividad, a los efectos de posibilitar una correcta política municipal de fomento del asociacionismo vecinal, independiente del Registro General de Asociaciones en el que, asimismo, deben figurar inscritas todas ellas.

Tales artículos del ROF se refieren, hecha exclusión del 232 ya comentado, al uso de medios públicos municipales, especialmente locales y medios de comunicación; art. 233, al acceso a la información municipal 234: artículo, y a la canalización de la participación de los vecinos en los Consejos Sectoriales, en los órganos colegiados de los entes de gestión desconcentrada y en los órganos colegiados de los entes de gestión descentralizada de servicios municipales; art. 235.

La inscripción en el Registro Municipal de Asociaciones Vecinales se posibilita a todas aquellas cuyo objeto sea la defensa, fomento o mejora de los intereses generales o sectoriales de los vecinos del municipio y, en particular, las asociaciones de vecinos de un barrio o distrito, las de padres de alumnos, las entidades culturales, deportivas, recreativas, juveniles, sindicales, empresariales, profesionales y cualesquiera otras similares.

Dicho Registro se ha de llevar en la Secretaría General de la Corporación. Las inscripciones se han de realizar a solicitud de las asociaciones interesadas, que han de aportar los siguientes datos:


	
1)  Estatutos de la asociación.

	
2)  Número de inscripción en el Registro General de Asociaciones y en otros Registros públicos.

	
3)  Nombre de las personas que ocupen los cargos directivos.

	
4)  Domicilio social.

	
5)  Presupuesto del año en curso.

	
6)  Programa de actividades del año en curso.

	
7)  Certificación del número de socios.



El Registro del que se viene hablando, es independiente del Registro General de Asociaciones y del autonómico, cuya función es el reconocimiento legal de la asociación.

De acuerdo con el art. 5 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, las asociaciones adquieren su personalidad jurídica y la plena capacidad de obrar, sin perjuicio de la necesidad de su inscripción, con el otorgamiento del acta fundacional y así el art. 10 de la mencionada Ley Orgánica determina que la inscripción en el Registro, lo es a los solos efectos de publicidad.

Reza el art. 5 que las asociaciones «se constituyen mediante acuerdo de tres o más personas físicas o jurídicas legalmente constituidas, que se comprometen a poner en común conocimientos, medios y actividades para conseguir unas finalidades lícitas, comunes, de interés general o particular, y se dotan de los Estatutos que rigen el funcionamiento de la asociación. El acuerdo de constitución, que incluirá la aprobación de los Estatutos, habrá de formalizarse mediante acta fundacional, en documento público o privado».

5.5.  La LBRL

Dicha ley, en su art. 72 dispone que «las Corporaciones locales favorecerán el desarrollo de las asociaciones para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos, les facilitarán la más amplia información sobre sus actividades y, dentro de sus posibilidades, el uso de los medios públicos y el acceso a las ayudas económicas para la realización de sus actividades e impulsan su participación en la gestión de la Corporación en los términos del núm. 2 del art. 69 (45) . A tales efectos pueden ser declaradas de utilidad pública».

El concepto de utilidad pública que por definición, se opone a la idea de ventaja o utilidad privada, como concepto jurídico indeterminado que es, ha de ser apreciado por la administración en cada caso en función de la norma que la contemple, y su ejercicio está sujeto a revisión jurisdiccional.

En el ordenamiento jurídico estatal, que puede servir de pauta interpretativa a los reglamentos locales de participación ciudadana, el art. 32 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, prevé que las asociaciones puedan ser declaradas de utilidad pública, a iniciativa de las correspondientes asociaciones, si en las mismas concurren los siguientes requisitos:


	
a)  Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general, y sean de carácter cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, sanitario, de promoción de los valores constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de víctimas del terrorismo, de asistencia social, de cooperación para el desarrollo, de promoción de la mujer, de promoción y protección de la familia, de protección de la infancia, de fomento de la igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de fomento de la economía social o de la investigación, de promoción del voluntariado social, de defensa de consumidores y usuarios, de promoción y atención a la personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o culturales, y cualesquiera otros de similar naturaleza.

	
b)  Que su actividad no esté restringida exclusivamente a beneficiar a sus asociados, sino abierta a cualquier otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigidos por la índole de sus propios fines.

	
c)  Que los miembros de los órganos de representación que perciban retribuciones no lo hagan con cargo a fondos y subvenciones públicas.

	
d)  Que cuenten con los medios personales y materiales adecuados y con la organización idónea.

	
e)  Que se encuentren constituidas, inscritas en el Registro correspondiente, en funcionamiento y dando cumplimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente y concurriendo todos los precedentes requisitos, al menos durante los dos años inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud.



La declaración de utilidad pública, conforme al art. 33 de la citada Ley Orgánica, comporta los siguientes derechos:


	
a)  Usar la mención «Declarada de Utilidad Pública» en toda clase de documentos, a continuación de su denominación.

	
b)  Disfrutar de las exenciones y beneficios fiscales que las leyes reconozcan a favor de las mismas

	
c)  Disfrutar de beneficios económicos que las leyes establezcan a favor de las mismas.

	
d)  Asistencia jurídica gratuita en los términos previstos en la legislación específica.



Como decimos, en el ámbito local, han de concretarse en los reglamentos de participación ciudadana, las normas que han de regular la declaración de utilidad pública municipal, y los derechos y obligaciones que de la misma se deriven.

6.  Marco normativo propio de cada entidad local

6.1.  Planes Estratégicos de Subvenciones

Sin perjuicio de lo que se señala en el capítulo 3, es preciso adelantar ahora, que la LGS y el RLGS, dedican a la regulación de los Planes Estratégicos de Subvenciones, su art. 8, y los arts. 10 a 15, respectivamente, no teniendo estos últimos, carácter básico, conforme a la Disposición Final Primera del RLGS.

El art. 8 de la LGS previene que cuando los órganos de las administraciones públicas propongan el establecimiento de subvenciones, deberán concretar, con carácter previo, en un plan estratégico de subvenciones:


	
a)  Los objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación.

	
b)  El plazo necesario para su consecución.

	
c)  Los costes previsibles y sus fuentes de financiación



Todo lo cual se supedita, al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

La disposición adicional decimotercera de la LGS, determina que tendrán la consideración de planes estratégicos de subvenciones los planes y programas relativos a políticas públicas sectoriales que estén previstos en normas legales o reglamentarias, siempre que su contenido se adecúe a lo señalado en el art. 8 de la LGS.

Por su parte, el art. 10 del RLGS define a los planes estratégicos de subvenciones como instrumentos de planificación de las políticas públicas que tienen por objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.

En lo que se refiere al ámbito temporal de los planes estratégicos, el art. 11 señala que los planes estratégicos deben contener previsiones para un período de vigencia de tres años, salvo que por la especial naturaleza del sector afectado, sea conveniente establecer un plan estratégico de duración diferente.

Del contenido de los Planes se ocupa el art. 12 del RGLS señalando que:

Los planes estratégicos tendrán el siguiente contenido:


	
a)  Objetivos estratégicos, que describen el efecto e impacto que se espera lograr con la acción institucional durante el período de vigencia del plan y que han de estar vinculados con los objetivos establecidos en los correspondientes programas presupuestarios.

	
b)  Líneas de subvención en las que se concreta el plan de actuación. Para cada línea de subvención deberán explicitarse los siguientes aspectos:Áreas de competencia afectadas y sectores hacia los que se dirigen las ayudas.

Objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación.

Plazo necesario para su consecución.



	
c)  Costes previsibles para su realización y fuentes de financiación, donde se detallarán las aportaciones de las distintas administraciones públicas, de la Unión Europea y de otros órganos públicos o privados que participen en estas acciones de fomento, así como aquellas que, teniendo en cuenta el principio de complementariedad, correspondan a los beneficiarios de las subvenciones.

	
d)  Plan de acción, en el que concretarán los mecanismos para poner en práctica las líneas de subvenciones identificadas en el Plan, se delimitarán las líneas básicas que deben contener las bases reguladoras de la concesión, el calendario de elaboración y, en su caso, los criterios de coordinación entre las distintas administraciones públicas para su gestión.

	
e)  Régimen de seguimiento y evaluación continua aplicable a las diferentes líneas de subvenciones que se establezcan. A estos efectos, se deben determinar para cada línea de subvención, un conjunto de indicadores relacionados con los objetivos del Plan, que recogidos periódicamente por los responsables de su seguimiento, permitan conocer el estado de la situación y los progresos conseguidos en el cumplimiento de los respectivos objetivos.

	
f)  Resultados de la evaluación de los planes estratégicos anteriores en los que se trasladará el contenido de los informes emitidos.



No obstante, el contenido del plan estratégico puede limitarse a la elaboración de una memoria explicativa de los objetivos, los costes de realización y sus fuentes de financiación, cuando, se trate de subvenciones que se concedan de forma directa, de acuerdo con lo establecido en el art. 22.2 de la Ley General de Subvenciones, así como aquellas, que, de manera motivada, se determinen por la entidad local correspondiente, en atención a su escasa relevancia económica o social como instrumento de intervención pública.

El carácter programático de los planes estratégicos de subvenciones determina que su contenido no cree derechos ni obligaciones, y que su efectividad quede condicionada a la puesta en práctica de las diferentes líneas de subvención, atendiendo entre otros condicionantes a las disponibilidades presupuestarias de cada ejercicio.

Ni la LGS, ni el RLGS, se ocupan de determinar a quién corresponde su aprobación, en el ámbito de las entidades locales, dado el carácter no básico de la regulación que de los citados Planes, ambas normas realizan.

Ante tal falta de regulación, entendemos que se ha de estar, nuevamente, a lo señalado en los arts. 21.1 s) que regula las competencias de carácter residual de los Alcaldes «Las demás que expresamente le atribuyan la leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales», el art. 34.1 o), en el mismo sentido, y con relación a los Presidentes de las Diputaciones, y el art. 124.4 ñ), todos ellos de la LBRL, que regula las competencias residuales de los Alcaldes de los municipios a los que se les aplica el Título X de la LBRL.

No obstante, parte de la doctrina defiende, habida cuenta del carácter planificador y programático de estos Planes, que sea el Pleno quien los apruebe, cuando menos en los municipios a los que no se les aplica el Título X de la LBRL, es decir a los municipios que no son de gran población.

Compartimos que tal aprobación confiere a la actividad subvencional mayor publicidad y trasparencia, pero consideramos que salvo que haya una delegación expresa, tal conveniencia no está avalada por las normas jurídicas que hemos citado.

Conforme al art. 6.2 de la LTAIPBG «las administraciones públicas han de publicar los planes y programas anuales y plurianuales en los que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto para su consecución, requiriendo que su grado de cumplimiento y resultados deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores de medida y valoración, en la forma en que se determine por cada Administración competente».

En aplicación de tal previsión estimamos que el plan estratégico de subvenciones ha de ser objeto de publicación.

6.2.  Ordenanzas locales

El apartado 2 del art. 17 de la LGS, prevé que en el marco de las bases de ejecución del presupuesto, se aprueben:


	
a)  La ordenanza general de subvenciones o

	
b)  Ordenanzas específicas para las distintas modalidades de subvenciones.



La aprobación de tales ordenanzas, corresponde al Pleno de los Ayuntamientos, conforme a los arts. 22. 2 d) y 123.1 d), al Pleno de las Diputaciones Provinciales, de acuerdo con lo señalado en el art. 33. 2 b), todos ellos de la LBRL.

6.3.  Bases reguladoras

Las bases reguladoras de las subvenciones se han de aprobar en el marco de las citadas bases de ejecución del presupuesto, y previa aprobación de una ordenanza general de subvenciones o de una ordenanza específica para las distintas modalidades de subvenciones.

Por imperativo de lo señalado en el apartado 2 del art. 9 de la LGS, con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, debe aprobarse las normas que establezcan las bases reguladoras de concesión.

La norma reguladora de las bases de concesión de las subvenciones debe concretar, como mínimo, los siguientes extremos:


	
1)  Definición del objeto de la subvención.

	
2)  Requisitos que deben reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención y, en su caso, los miembros de las personas jurídicas y agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas sin personalidad beneficiarias.

	
3)  Diario oficial en el que se publicará el extracto de la convocatoria, por conducto de la BDNS, una vez que se haya presentado ante ésta el texto de la convocatoria y la información requerida para su publicación.

	
4)  Forma y plazo en que deben presentarse las solicitudes.

	
5)  Condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurídicas que actúen como entidades colaboradoras.

	
6)  Procedimiento de concesión de la subvención.

	
7)  Criterios objetivos de otorgamiento de la subvención y, en su caso, ponderación de los mismos.El carácter condicional con el que se contempla la ponderación de los criterios de otorgamiento, ha de interpretarse de forma restrictiva y aplicarse exclusivamente en aquellos supuestos en los que es materialmente imposible tal ponderación, pues de lo contrario, por esta vía, se vulnerarían los principios informadores del régimen jurídico de las subvenciones, que recoge el art. 8 de la LGS, particularmente los de publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación.



	
8)  Cuantía individualizada de la subvención o criterios para su determinación.

	
9)  Órganos competentes para la ordenación, instrucción y resolución del procedimiento de concesión de la subvención y el plazo en que será notificada la resolución.

	
10)  Determinación, en su caso, de los libros y registros contables específicos para garantizar la adecuada justificación de la subvención.

	
11)  Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario o de la entidad colaboradora, en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.

	
12)  Medidas de garantía que, en su caso, se considere preciso constituir a favor del órgano concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.

	
13)  Posibilidad de efectuar pagos anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

	
14)  Circunstancias que, como consecuencia de la alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, podrán dar lugar a la modificación de la resolución.

	
15)  Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

	
16)  Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión de las subvenciones.



6.4.  Convocatoria

La convocatoria no tiene carácter de norma jurídica sino de acto administrativo general, de destinario indeterminado y plural.

Sucede, que con relativa frecuencia las entidades locales, aprueban en unidad de acto las Bases Reguladoras de la subvención y la Convocatoria, teniendo las primeras naturaleza reglamentaria, y la segunda carácter de mera resolución o acto administrativo, lo que conduce a problemas de competencia concurrente que pueden estar atribuidas a diferentes órganos; unipersonales y colegiados, sobre lo que se volverá en el capítulo 3 y que pueden viciar de nulidad o anulabilidad el procedimiento.

Como señala el art. 23 de la LGS el procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio, y tal iniciación de oficio se realiza siempre mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que desarrollará el procedimiento para la concesión de las subvenciones convocadas según lo establecido en la LGS y de acuerdo con los principios de la LRJ-PAC, referencia que hemos de entender realizada a la LPAC, conforme a la disposición final cuarta de esta última, que señala que las referencias hechas a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se entenderán hechas a la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas o a la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, según corresponda.

La convocatoria debe publicarse a través de la BDNS quién realizará la publicación de la misma en el Boletín Oficial correspondiente al ámbito de la entidad local convocante.

La convocatoria ha de tener necesariamente el siguiente contenido:


	
a)  Indicación de la disposición que establezca, en su caso, las bases reguladoras y del diario oficial en que está publicada, salvo que en atención a su especificidad éstas se incluyan en la propia convocatoria.

	
b)  Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención y cuantía total máxima de las subvenciones convocadas dentro de los créditos disponibles o, en su defecto, cuantía estimada de las subvenciones.

	
c)  Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de la subvención.

	
d)  Expresión de que la concesión se efectúa mediante un régimen de concurrencia competitiva.

	
e)  Requisitos para solicitar la subvención y forma de acreditarlos.

	
f)  Indicación de los órganos competentes para la instrucción y resolución del procedimiento.

	
g)  Plazo de presentación de solicitudes.

	
h)  Plazo de resolución y notificación.

	
i)  Documentos e informaciones que deben acompañarse a la petición.

	
j)  En su caso, posibilidad de reformulación de solicitudes de conformidad con lo dispuesto en el art. 27 de la LGS.

	
k)  Indicación de si la resolución pone fin a la vía administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que ha de interponerse recurso de alzada (reposición, con carácter general, para las entidades locales.

	
l)  Criterios de valoración de las solicitudes.

	
m)  Medio de notificación o publicación, de conformidad con lo previsto en el art. 59 de la LRJ-PAC (actuales arts. 40 a 46 de la LPAC).



6.5.  Presupuesto. Bases de ejecución

Como se ha dicho, los presupuestos de las entidades locales, y sus bases de ejecución, constituyen el marco previo y necesario para la aprobación de la ordenanza general de subvenciones o la ordenanza específica para las distintas modalidades de subvenciones, con arreglo a lo determinado en el art. 17 de la LGS.

De acuerdo con lo señalado en el art. 9 del RD 500/1990, el Presupuesto General ha de incluir las bases de ejecución del mismo que contendrán, para cada ejercicio, la adaptación de las disposiciones generales en materia presupuestaria a la organización y circunstancias de la propia entidad y de sus organismos autónomos, así como aquellas otras necesarias para su acertada gestión, estableciendo cuantas prevenciones se consideren oportunas o convenientes para la mejor realización de los gastos y recaudación de los recursos.

Entre otras materias, en las bases de ejecución del Presupuesto se ha de regular, en lo que a la concreta materia de subvenciones se refiere, la forma en que los perceptores de subvenciones deban acreditar el encontrarse al corriente de sus obligaciones fiscales con la entidad y justificar la aplicación de fondos recibidos.

El Presupuesto está llamado a cumplir diversas funciones en este ámbito:


	
a)  Puede prever las subvenciones nominativas que se estimen precisas.Esta facultad no es omnímoda, al suponer una excepción al procedimiento general de otorgamiento, en régimen de concurrencia competitiva y sólo debería de acudirse a ellas cuando la naturaleza de la actividad o proyecto del que se trate impidan su otorgamiento en régimen de concurrencia competitiva, que es el sistema ordinario para su otorgamiento.



	
b)  Fijar criterios que sirvan de base al plan estratégico,

	
c)  Determinar delegaciones de competencia en materia de aprobación de convocatorias de subvenciones y de resolución de las mismas,

	
d)  Fijar las normas de justificación de las subvenciones, en el marco de la LGS y el RLGS.

	
e)  Prever, en su caso, el régimen de la posible tramitación anticipada de las subvenciones, las que sean de carácter plurianual y aquellas que sean objeto de convocatoria abierta, conforme a la LGS y al RLGS.



En cuanto a la clasificación económica del gasto que representan, ha de estarse a la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las entidades locales, modificada por Orden HAP/419/2014, de 14 de marzo.

6.5.1.  Subvenciones para gastos corrientes

Conforme a tales normas, forman parte del Capítulo 4 de gastos, las transferencias corrientes.

El mismo comprende:


	
-  Los créditos para aportaciones por parte de la entidad local o de sus organismos autónomos, sin contrapartida directa de los agentes perceptores, y con destino a financiar operaciones corrientes.

	
-  Se incluye también las «subvenciones en especie» de carácter corriente, referidas a bienes o servicios que adquiera la Entidad local o sus organismos autónomos para su entrega a los beneficiarios en concepto de una subvención previamente concedida.



Se imputan atendiendo a su destinatario, pudiendo distinguirse por subconceptos se de acuerdo con la Administración Pública o con el ente destinatario de las mismas.

Art. 40 A la Administración General de la Entidad local.

Art. 41 A Organismos Autónomos de la Entidad local.

Art. 42 A la Administración del Estado.


	 Concepto 420. A la Administración General del Estado.

	 Concepto 421. A Organismos Autónomos y agencias del Estado.
	 Subconcepto 421.00. Al Servicio Público de Empleo Estatal.

	 Subconcepto 421.10. A otros organismos autónomos.





	 Concepto 422. A Fundaciones estatales.

	 Concepto 423. A sociedades mercantiles estatales, entidades públicas empresariales y otros organismos públicos.
	 Subconcepto 423.00. Subvenciones para fomento del empleo.

	 Subconcepto 423.10. Subvenciones para bonificaciones de intereses y primas de seguros.

	 Subconcepto 423.20. Subvenciones para reducir el precio a pagar por los consumidores.

	 Subconcepto 423.90. Otras subvenciones a sociedades mercantiles estatales, entidades públicas empresariales y otros organismos públicos.







Art. 43 A la Seguridad Social.

Art. 44 A entes públicos y sociedades mercantiles de la Entidad local.


	 Concepto 440. Subvenciones para fomento del empleo.

	 Concepto 441. Subvenciones para bonificaciones de intereses y primas de seguros.

	 Concepto 442. Subvenciones para reducir el precio a pagar por los consumidores.

	 Concepto 449. Otras subvenciones a entes públicos y sociedades mercantiles de la Entidad local.



Art. 45 A Comunidades Autónomas.


	 Concepto 450. A la Administración General de las Comunidades Autónomas.

	 Concepto 451. A Organismos Autónomos y agencias de las Comunidades Autónomas.

	 Concepto 452. A fundaciones de las Comunidades Autónomas.

	 Concepto 453. A sociedades mercantiles, entidades públicas empresariales y otros organismos públicos dependientes de las Comunidades Autónomas.
	 Subconcepto 453.00. Subvenciones para fomento del empleo.

	 Subconcepto 453.10. Subvenciones para bonificaciones de intereses y primas de seguros.

	 Subconcepto 453.20. Subvenciones para reducir el precio a pagar por los consumidores.

	 Subconcepto 453.90. Otras subvenciones a sociedades mercantiles, entidades públicas empresariales y otros organismos públicos dependientes de las Comunidades Autónomas.







Art. 46 A Entidades locales.


	 Concepto 461. A Diputaciones, Consejos o Cabildos insulares.

	 Concepto 462. A Ayuntamientos.

	 Concepto 463. A Mancomunidades.

	 Concepto 464. A Áreas Metropolitanas.

	 Concepto 465. A Comarcas.

	 Concepto 466. A otras Entidades que agrupen municipios.

	 Concepto 467. A Consorcios.

	 Concepto 468. A Entidades locales Menores.



Art. 47 A Empresas privadas.


	 Concepto 470. Subvenciones para fomento del empleo.

	 Concepto 471. Subvenciones para bonificaciones de intereses y primas de seguros.

	 Concepto 472. Subvenciones para reducir el precio a pagar por los consumidores.

	 Concepto 479. Otras subvenciones a Empresas privadas.



Art. 48 A Familias e Instituciones sin fines de lucro

Art. 49 Al exterior.

Forman parte del Capítulo 7 de gastos, las transferencias de capital.

6.5.2.  Subvenciones para gastos de inversión

Conforme a las Órdenes anteriormente citadas, forman parte del Capítulo 7 de gastos, las transferencias de capital.

El mismo comprende:


	
-  Los créditos para aportaciones por parte de la entidad local o de sus Organismos autónomos, sin contrapartida directa de los agentes beneficiarios y con destino a financiar operaciones de capital.

	
-  Se incluyen también las «subvenciones en especie» de capital, referidas a bienes que adquiera la entidad local o sus organismos autónomos para su entrega a los beneficiarios en concepto de una subvención previamente concedida, debiendo imputarse al artículo que corresponda según su destinatario.



Las transferencias se pueden distinguir por subconceptos, de acuerdo con el ente beneficiario.

Art. 70 A la Administración General de la entidad local.

Art. 71 A Organismos Autónomos de la entidad local.

Art. 72 A la Administración del Estado-


	 Concepto 720. A la Administración General del Estado.

	 Concepto 721. A Organismos Autónomos y agencias.
	 Subconcepto 721.00. Al Servicio Público de Empleo Estatal.

	 Subconcepto 721.09. A otros organismos autónomos.





	 Concepto 722. A fundaciones estatales.

	 Concepto 723. A sociedades mercantiles estatales, entidades públicas empresariales y otros organismos públicos.



Art. 73 A la Seguridad Social.

Art. 74.

A entes públicos y sociedades mercantiles de la entidad local.

Art. 75 A Comunidades Autónomas.


	 Concepto 750. A la Administración General de las Comunidades Autónomas.

	 Concepto 751. A organismos autónomos y agencias de las Comunidades Autónomas.

	 Concepto 752. A fundaciones de las Comunidades Autónomas.

	 Concepto 753. A sociedades mercantiles, entidades públicas empresariales y otros organismos públicos dependientes de las Comunidades Autónomas.



Art. 76 A Entidades locales.


	 Concepto 761. A Diputaciones, Consejos o Cabildos.

	 Concepto 762. A Ayuntamientos.

	 Concepto 763. A Mancomunidades.

	 Concepto 764. A Áreas Metropolitanas.

	 Concepto 765. A Comarcas.

	 Concepto 766. A Entidades que agrupen Municipios.

	 Concepto 767. A Consorcios.

	 Concepto 768. A Entidades locales menores.



Art. 77 A Empresas privadas.

Art. 78 A Familias e Instituciones sin fines de lucro.

Art. 79 Al exterior.

Pero no todas las transferencias a las que nos hemos referido, son catalogables como subvenciones, conforme a la LGS y al RLGS, respondiendo al concepto que luego se desarrollará, de subvención-dotación, o subvención-transferencia.

7.  Las competencias locales

7.1.  Introducción

La litigiosa LRSAL, que ha sido recurrida ante el Tribunal Constitucional, por las comunidades autónomas de Extremadura, Andalucía, Principado de Asturias, Cataluña, Navarra y Canarias, por más de 50 diputados nacionales (46) , e incluso por la vía conflicto en defensa de la autonomía local (47) , ha generado una gran inseguridad jurídica, por la pendencia de tales recursos, que ha sido tratada de soslayar mediante el dictado de leyes por parte de las comunidades autónomas (48) , que con carácter transitorio colocan las competencias de las entidades locales, en la situación anterior a la prevista por dicha LRSAL.

Dicha norma dibuja un nuevo marco competencial que ha de ser tenido en cuenta a la hora de que las entidades locales establezcan sus Planes Estratégicos de Subvenciones y realicen la correspondiente convocatoria de sus subvenciones.

Sin embargo, una simple consulta a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, revela que las actividades y proyectos subvencionados, las más de las veces, tienen cuando menos, un dudoso encaje en el marco competencial de las corporaciones locales (49) .

Por ello, consideramos preciso, hacer una breve referencia al marco competencial que ha dibujado la citada LRSAL.

7.2.  Competencias de las entidades locales

El art. 7 de la LBRL, en la redacción dada por la LRSAL, diferencia las competencias de las entidades locales en:


	
a)  Propias.

	
b)  Atribuidas por delegación.

	
c)  Distintas de las anteriores.



7.2.1.  Competencias propias

Las competencias propias de los municipios, las provincias, las islas y demás entidades locales territoriales, como sabemos, han de ser determinadas por ley, y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad, atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás administraciones públicas.

7.2.2.  Competencias delegadas

En lo que respecta a las competencias delegadas, se ejercen en los términos establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas establecidas en el art. 27 de la LBRL, que a continuación analizamos, y preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.

Son claros los diferentes márgenes en el ejercicio que la LBRL establece para las competencias propias y delegadas.

En relación a las competencias delegadas hemos de tener en cuenta:


	
1)  Principios a los que se han de someter las delegacionesEl art. 27 de la LBRL determina que pueden delegarse por el estado y las comunidades autónomas, en los municipios el ejercicio de sus competencias, siempre que con ello se mejore la eficiencia de la gestión pública, se contribuya a eliminar duplicidades administrativas y ello sea acorde con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.



	
2)  Contenido de las delegacionesLa delegación deberá determinar:


	
a)  Alcance,

	
b)  Contenido,

	
c)  Condiciones,

	
d)  Duración, que no podrá ser inferior a cinco años, así como

	
e)  Control de eficiencia que se reserve la administración delegante,

	
f)  Medios personales, materiales y económicos, que ésta asigne sin que pueda suponer un mayor gasto de las administraciones públicas.





	
3)  Memoria económicaLa delegación ha de acompañarse de una memoria económica en la que se justifique el cumplimiento de los principios a los que han de someterse las delegaciones, antes señalados, y se valore el impacto en el gasto de las administraciones públicas afectadas sin que, en ningún caso, conlleve un mayor gasto de las mismas.



	
4)  Criterios comunes para las delegaciones a más de un municipioDeben realizarse siguiendo criterios homogéneos, las delegaciones de una o varias competencias comunes por el estado o las comunidades autónomas en dos o más municipios de la misma provincia.



	
5)  Asistencia de las Diputaciones provinciales o entidades equivalentesLa administración delegante puede solicitar la asistencia de las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes a fin de coordinar y realizar el p seguimiento de las delegaciones.



	
6)  Competencias delegablesSiempre que su objeto sea evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización administrativa, generando un ahorro neto de recursos, la administración del estado y las de las comunidades autónomas pueden delegar, siguiendo criterios homogéneos, entre otras, las siguientes competencias:


	
a)  Vigilancia y control de la contaminación ambiental.

	
b)  Protección del medio natural.

	
c)  Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención de la violencia contra la mujer.

	
d)  Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la comunidad autónoma.

	
e)  Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad pública de primer ciclo de educación infantil.

	
f)  Realización de actividades complementarias en los centros docentes.

	
g)  Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la comunidad autónoma o del estado.

	
h)  Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la comunidad autónoma o del estado, incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo.

	
i)  Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales.

	
j)  Promoción y gestión turística.

	
k)  Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos.

	
l)  Liquidación y recaudación de tributos propios de la comunidad autónoma o del estado.

	
m)  Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros administrativos de la comunidad autónoma o de la administración del estado.

	
n)  Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa.

	
o)  Cooperación con la administración educativa a través de los centros asociados de la Universidad Nacional de Educación a Distancia.





	
7)  Facultades de la administración deleganteLa administración delegante, obviamente no se puede desentender de la competencia delegada, y a tal efecto, puede dirigir y controlar el ejercicio de los servicios delegados, dictar instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier momento, información sobre la gestión municipal, así como enviar comisionados y formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de las deficiencias observadas.

En caso de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solicitadas, o inobservancia de los requerimientos formulados, la administración delegante puede revocar la delegación o ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del municipio.

Los actos del municipio podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la administración delegante.



	
8)  Necesaria aceptaciónLa efectividad de la delegación requiere su aceptación por el municipio interesado, al que no se le puede imponer.



	
9)  Financiación de las competencias delegadasLa delegación debe ir acompañada de la correspondiente financiación, para lo cual será necesaria la existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente en los presupuestos de la administración delegante para cada ejercicio económico, siendo nula sin dicha dotación, hasta el punto que, el incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la administración autonómica delegante, facultará a la entidad local delegada para compensarlas automáticamente con otras obligaciones financieras que ésta tenga con aquélla.



	
10)  Revocación o renunciaLa disposición o acuerdo de delegación ha de establecer las causas de revocación o renuncia de la delegación.

Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la administración delegante o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique suficientemente la imposibilidad de su desempeño por la administración en la que han sido delegadas sin menoscabo del ejercicio de sus competencias propias.

El acuerdo de renuncia debe adoptarse por el Pleno de la respectiva entidad local.



	
11)  Régimen jurídico de las competencias delegadasLas competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del estado o de las comunidades autónomas.





7.2.3.  Competencias diferentes de las anteriores

Las entidades locales solo pueden ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación cuando:


	
1)  No se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal

	
2)  De acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera

	
3)  No se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra administración pública.



Serán necesarios y vinculantes los informes (50)  previos de:


	
1)  La administración competente por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de duplicidades, y de

	
2)  La administración que tenga atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias.



7.3.  Competencias de las provincias y las Islas

Estas pueden realizar la gestión ordinaria de servicios propios de la administración autonómica, de conformidad con los Estatutos de Autonomía y la legislación de las comunidades autónomas.

7.4.  Normas de desarrollo de la LBRL

Como norma de cierre del sistema la LBRL señala que las normas de desarrollo de la misma que afecten a los municipios, provincias, islas u otras entidades locales territoriales no pueden limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas entidades con carácter singular, sin perjuicio de lo dispuesto para los regímenes municipales o provinciales especiales (51) .

7.5.  Competencias de los municipios

El art. 25 de la LBRL, determina que el municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal, y ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del estado y de las comunidades autónomas, en las siguientes materias:


	
a)  Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.

	
b)  Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los residuos sólidos urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas.

	
c)  Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.

	
d)  Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad.

	
e)  Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social.

	
f)  Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios.

	
g)  Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano.

	
h)  Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local.

	
i)  Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante.

	
j)  Protección de la salubridad pública.

	
k)  Cementerios y actividades funerarias.

	
l)  Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.

	
m)  Promoción de la cultura y equipamientos culturales.

	
n)  Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes. La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación especial.

	
o)  Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.



Estas competencias se han de determinar por ley y se ha de evaluar la conveniencia de la implantación de servicios locales conforme a los principios de descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera.

La ley citada ha de venir acompañada de una memoria económica que refleje el impacto sobre los recursos financieros de las administraciones públicas afectadas y el cumplimiento de los principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad y ha de prever la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las entidades locales sin que ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las administraciones públicas.

La Ley debe concretar la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce una atribución simultánea de la misma competencia a otra.

Como servicios obligatorios, el art. 26 de la LBRL, contempla:


	
a)  En todos los municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población y pavimentación de las vías públicas.

	
b)  En los municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca pública y tratamiento de residuos.

	
c)  En los municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público.

	
d)  En los municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano.

	
e)  En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios:
	
-  Recogida y tratamiento de residuos.

	
-  Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.

	
-  Limpieza viaria.

	
-  Acceso a los núcleos de población.

	
-  Pavimentación de vías urbanas.

	
-  Alumbrado público.







Coordinación por la Diputación o entidad equivalente

La Diputación ha de proponer, para la coordinación de la prestación de servicios la forma de prestación, consistente bien en la prestación directa por la Diputación o bien en la implantación de fórmulas de gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas.

Si el municipio justifica ante la Diputación que puede prestar estos servicios con un coste efectivo menor que el derivado de la forma de gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente, el municipio podrá asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera acreditado.

Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá a los municipios el coste efectivo del servicio en función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y asume su prestación la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la financiación de los servicios.

7.6.  Competencias de las de la Diputaciones o entidades equivalentes

7.6.1.  Competencias propias

Las competencias propias las han de atribuir con tal carácter las leyes del estado y de las comunidades autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo caso, las siguientes:


	
a)  La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y adecuada de estos.

	
b)  La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión, que se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000 habitantes la prestación de los servicios de secretaría e intervención.

	
c)  La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal y el fomento o, en su caso, coordinación de la prestación unificada de servicios de los municipios de su respectivo ámbito territorial, asumiendo en particular, la prestación de los servicios de tratamiento de residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los de menos de 20.000 habitantes, cuando éstos no procedan a su prestación.

	
d)  La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio provincial, de acuerdo con las competencias de las demás administraciones públicas en este ámbito.

	
e)  El ejercicio de funciones de coordinación en la elaboración y el seguimiento de la aplicación de las medidas contenidas en los planes económicos-financieros de los municipios.

	
f)  Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en período voluntario y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los municipios con población inferior a 20.000 habitantes.

	
g)  La prestación de los servicios de administración electrónica y la contratación centralizada en los municipios con población inferior a 20.000 habitantes (52) .

	
h)  El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los municipios de su provincia. Cuando la Diputación detecte que estos costes son superiores a los de los servicios coordinados o prestados por ella, ofrecerá a los municipios su colaboración para una gestión coordinada más eficiente de los servicios que permita reducir estos costes.

	
i)  La coordinación mediante convenio, con la comunidad autónoma respectiva, de la prestación del servicio de mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios con población inferior a 5000 habitantes.



7.6.2.  Competencias delegadas

Las comunidades autónomas pueden delegar competencias en las Diputaciones, así como encomendar a éstas la gestión ordinaria de servicios propios en los términos previstos en los Estatutos correspondientes. En este último supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las instrucciones generales y particulares de las comunidades.

El estado puede también, previa consulta e informe de la comunidad autónoma interesada, delegar en las Diputaciones competencias de mera ejecución cuando el ámbito provincial sea el más idóneo para la prestación de los correspondientes servicios.

7.7.  Conclusiones

Recordando como hemos dicho a lo largo del presente capítulo que la competencia (en razón de la materia y del territorio) ha de ser previa, y delimita la posibilidad del ejercicio, con arreglo al ordenamiento jurídico, por parte de los sujetos públicos, y por ello de las entidades locales, de su actividad de fomento o subvencional, creemos que es viable el otorgamiento de subvenciones por éstas cuando se trate de:


	
a)  Competencias propias

	
b)  Lo que la ley denomina, competencias diferentes a las propias y respecto a las atribuidas por delegación, siempre que, en lo que respecta a éstas, su otorgamiento no ponga en peligro el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.



En lo que se refiere a las competencias delegadas, creemos que habrá de estarse a los términos de la delegación, aunque no creemos probable que el estado o las comunidades autónomas, no se reserven la actividad de fomento en el área competencial delegada, sin perjuicio de que el estado pueda atribuir, en su caso, la condición de entidades colaboradoras a las entidades locales, respecto a las subvenciones que otorgue, conforme a lo previsto en el art. 12.3 de la LGS.

Finalmente debemos anticipar ahora, que la financiación que las competencias delegadas comportan, no constituye subvención a los efectos de la LGS y el RLGS, puesto que el art. 2.2 de la LGS, señala que «no están comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley las aportaciones dinerarias entre diferentes Administraciones públicas, para financiar globalmente la actividad de la Administración a la que vayan destinadas».

Modelos y formularios

A)  Bases de ejecución del presupuesto


Bases de ejecución del presupuesto (1) 



 Export PopupProcedimiento de ejecución del presupuesto de gastos

Fases de gasto

Podrán acumularse las siguientes fases de gasto, en los siguientes supuestos, entre otros:

1.- Autorización y Disposición (AD):


	 a)

	 b)

	 c)

	 d)

	 e)

	 f) Subvenciones nominativas, y aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la administración por una norma de rango legal y, con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en las que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.

	 g) ...



Especialidades en la tramitación de determinados procedimientos de gasto


	 a)

	 b)

	 c)

	 d)

	 e)

	 f) Pago anticipado de subvencionesCuando el convenio mediante el que se instrumenten, o las normas que rijan la convocatoria de subvenciones prevean su pago anticipado, y el beneficiario tenga pendiente de aprobación por esta entidad local la justificación de alguna subvención, por no haberse presentado en plazo, o por estar pendiente de subsanar deficiencias detectadas en la misma, deberán garantizarse tales pagos por los beneficiarios, en cuantía equivalente a aquéllos en la forma prevista en el artículo 48 del RLGS.



	 g) Pago de premiosEl pago de premios convocados por esta entidad local, otorgados, previa solicitud de los interesados, deberá justificarse aportando al expediente de gasto, acta del jurado firmada por todos sus miembros, en la que figuren la persona/s ganadora/s y el importe/s a abonar a la/las misma/s.



	 h) ...



Gastos plurianuales

Corresponde al Pleno (2)  de esta entidad local la competencia para autorizar y comprometer gastos que hayan de extender sus efectos económicos a ejercicios futuros, de acuerdo con lo señalado en el artículo 174 del TRLRHL.

De acuerdo con lo señalado en el artículo 57 del RLGS, podrá autorizarse la convocatoria de subvenciones cuyo gasto sea imputable a ejercicios posteriores a aquél en que recaiga resolución de concesión, siempre que su ejecución se inicie en el ejercicio en el que haya producido la concesión.

La convocatoria deberá indicarse la cuantía total máxima a conceder, así como su distribución por anualidades, dentro de los límites fijados en el artículo 174 del RLRHL, atendiendo al momento en que se prevea realizar el gasto derivado de las subvenciones que se concedan.

La citada distribución tendrá carácter estimado cuando las normas reguladoras hayan contemplado la posibilidad de los solicitantes de optar por el pago anticipado.

La modificación de la distribución inicialmente aprobada requerirá la tramitación del correspondiente expediente de reajuste de anualidades.

Cuando se prevea expresamente en la normativa reguladora la posibilidad de efectuar pagos a cuenta, en la resolución de concesión de una subvención plurianual se señalará la distribución por anualidades de la cuantía atendiendo al ritmo de ejecución de la acción subvencionada.

La imputación a cada ejercicio se realizará previa aportación de la justificación equivalente a la cuantía que corresponda (3) .

Tramitación anticipada

Conforme a lo señalado en el artículo 56 del RLGS, la convocatoria para la concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva, podrá aprobarse en un ejercicio presupuestario anterior a aquél en el que vaya a tener lugar la resolución de la misma, siempre que la ejecución del gasto se realice en la misma anualidad en que se produce la concesión.

En el expediente de gasto que se tramite con carácter previo a la convocatoria, el certificado de existencia de crédito será sustituido por un Informe de la Intervención, en el que haga constar el cumplimiento de alguna de las siguientes circunstancias:


	
1.  La normal existencia de crédito adecuado y suficiente para la cobertura presupuestaria del gasto de que se trate en los Presupuestos de la entidad.

	
2.  La existencia de crédito adecuado y suficiente en el proyecto de Presupuestos de la entidad que haya sido sometido a la aprobación del Pleno correspondiente al ejercicio siguiente, en el cual se adquirirá el compromiso de gasto como consecuencia de la aprobación de la resolución de concesión.



La cuantía total máxima que figure en la convocatoria tendrá carácter estimado por lo que deberá hacerse constar expresamente en la misma que la concesión de las subvenciones queda condicionada a la existencia de crédito adecuado y suficiente en el momento de la resolución de concesión (4) .

La tramitación anticipada del expediente no exime de acto alguno de fiscalización.

Subvenciones

1. Normativa de aplicación

Las subvenciones que se concedan por esta entidad local se ajustarán a las presentes Bases de Ejecución y a lo dispuesto en:


	
•  Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

	
•  Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

	
•  Restantes normas de derecho administrativo (5) .

	
•  Normas de derecho privado con carácter supletorio.

	
•  El Plan Estratégico de Subvenciones de esta entidad local, y sus revisiones anuales.

	
•  La Ordenanza General de Subvenciones de esta entidad local.

	
•  Las Ordenanzas específicas, que en su caso apruebe esta entidad local.

	
•  Las Bases Reguladoras de las correspondientes subvenciones.

	
•  Las Convocatoria que se aprueben para su concesión.



2. Concepto

Toda disposición dineraria realizada por esta entidad local, a favor de personas públicas o privadas, sin contraprestación directa de los beneficiarios, sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido, debiendo el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tener por objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.

3. Exclusiones

No se incluirán:


	
•  Las aportaciones realizadas por esta entidad local a sus entes dependientes, asociativos o supramunicipales, cuando vayan destinadas a la financiar global de su actividad, o a la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el marco de las funciones que tengan atribuidas, y resulten de una convocatoria pública.

	
•  Las aportaciones dinerarias que en concepto de cuotas, tanto ordinarias como extraordinarias, realicen las entidades que integran la administración local a favor de las asociaciones a que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

	
•  Los premios que se otorguen sin la previa solicitud del beneficiario.

	
•  Las subvenciones a los grupos políticos con representación en esta entidad local, aprobadas por el Pleno de la misma.



4. Ayudas en especie

Las entregas a título gratuito de bienes y derechos se regirán por la legislación patrimonial.

No obstante, se aplicará la normativa de subvenciones, cuando la ayuda consista en la entrega de bienes, derechos o servicios cuya adquisición se realice con la finalidad exclusiva de entregarlos a un tercero.

La adquisición se someterá a la normativa sobre contratación de las administraciones públicas. (6) 

5. Beneficiarios

Podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las personas o entidades que se encuentren en la situación que fundamente la concesión de la subvención o en las que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la convocatoria.

No podrán la condición de beneficiario o entidad colaboradora, las personas o entidades en quienes concurran algunas de las circunstancias referidas en el artículo 13 de la Ley 38/2003.

Los beneficiarios de subvenciones concedidas con cargo a los presupuestos de esta entidad local y de sus entes dependientes, están obligados a acreditar, antes de su percepción, que se encuentran al corriente de sus obligaciones fiscales con esta entidad.

Los perceptores de subvenciones acreditarán que se hallan al corriente de sus obligaciones fiscales con esta entidad local, mediante certificado expedido por la Tesorería de esta entidad local.  (7) 

Los beneficiarios, deberán justificar la aplicación de los fondos recibidos, estando sujetos al régimen de responsabilidades, que establece la normativa de aplicación, y obligados a reintegrar en la Tesorería de esta entidad, las cantidades no invertidas o no justificadas, y rendir cuentas, en su caso, ante el Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de la obligación de someterse a las actuaciones de control financiero que pueda llevar a cabo la Intervención de esta entidad local.

Los beneficiarios perderán el derecho al cobro total o parcial de las subvenciones que aún se encuentren pendientes de pago en el supuesto de falta de justificación o de concurrencia de alguna de las causas de reintegro.

En tales casos, no se efectuará el reconocimiento de la obligación, cuando el pago de la subvención se deba realizar previa justificación de su objeto si la pérdida del derecho al cobro fuera total, o se efectuará únicamente por el importe que proceda, cuando la pérdida del derecho al cobro fuera parcial.

6. Otorgamiento

El otorgamiento de subvenciones se realizará con respeto a los principios de publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación, así como los de eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por esta entidad local, y el de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

Para el otorgamiento de subvenciones se han de cumplir los siguientes requisitos:


	
•  La competencia del órgano concedente (8) .

	
•  La existencia de crédito adecuado y suficiente para atender las obligaciones de contenido económico que se derivan de la concesión de la subvención.

	
•  La tramitación del procedimiento de concesión de acuerdo con las normas aplicables en cada caso.

	
•  La fiscalización previa de los actos administrativos de contenido económico.

	
•  La aprobación del gasto por el órgano competente para ello.



7. Procedimiento

7.1. Concurrencia competitiva

El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia competitiva.

7.2. Concesión directa

Dicho procedimiento, se aplicará a las subvenciones contempladas en el presupuesto de forma nominativa, a aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la administración por una norma de rango legal, y, con carácter excepcional, a aquellas otras subvenciones en las que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.

7.3. Contenido del expediente administrativo

Los expedientes administrativos que se tramiten por las Unidades Gestoras encargadas de la gestión de cada una de las subvenciones incluirán:


	
•  Propuesta de Bases Reguladoras, de la Convocatoria, o del Convenio, en su caso.

	
•  Informe jurídico.

	
•  Documento de retención de crédito.

	
•  Fiscalización de la Intervención General.



8. Gestión y justificación

El procedimiento de gestión y justificación de las subvenciones concedidas se ajustará a las prescripciones previstas en el Capítulo IV del Título I de la LGS, así como en el Titulo II, Capítulo II, del RLGS.

Adoptada la resolución de concesión de la subvención o en su caso, aprobado el Convenio de colaboración que la instrumente, se deberá aportar para la aprobación de la justificación:


	
•  Cuenta justificativa de realización de la actividad o proyecto.

	
•  Informe técnico sobre el cumplimiento del objeto de la subvención.



9. Procedimiento de reintegro

El procedimiento de reintegro de las subvenciones concedidas se ajustará en todo caso al Capítulo I y II del Título II de la LGS.

10. Fiscalización de subvenciones

10.1. Concesión

A efectos de lo dispuesto en el artículo 216.2.c) del TRLRHL se consideran requisitos o trámites esenciales los siguientes:


	
A)  Con carácter general para todos los expedientes de subvenciones:
	
•  Que la subvención de que se trate se haya incluida en el Plan Estratégico de Subvenciones de la Entidad Local.

	
•  Que se acredita la aportación por la Unidad Gestora de los datos obligatorios a facilitar a la Base de Datos Nacional de subvenciones.

	
•  Que el beneficiario no tenga deudas en vía ejecutiva por reintegro de subvenciones.





	
B)  Cuando la subvención se conceda mediante Convenio o resolución específica:	
1.  Informe de la Unidad Gestora que comprenda:
	
1.1.  Identificación del beneficiario, la finalidad, importe del proyecto presentado, subvención propuesta y aplicación presupuestaria, así como evaluación de la documentación presentada por el beneficiario, indicando expresamente que cumple los requisitos para poder ser beneficiario de subvención y que no tiene ninguna subvención pendiente de justificar.

	
1.2.  Concreción del concreto supuesto del artículo 22.2 de la LG que motiva la concesión de la subvención:
	
•  Que esté prevista nominativamente en el Presupuesto.

	
•  Que venga impuesta por una norma legal.

	
•  Acreditación de la existencia de razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.





	
1.3.  Certificados de estar al corriente con esta entidad local, con la AEAT y con la Seguridad Social.

	
1.4.  Copia del presupuesto de gastos e ingresos presentado por el beneficiario, fechado y firmado.








	
C)  Cuando la subvención se conceda en régimen de concurrencia competitiva:
	
1.  Fiscalización previa del acuerdo de concesión.

	
2.  Informe de la Unidad Gestora que comprenda:
	
2.1.  El cumplimiento por parte de los beneficiarios propuestos de los requisitos establecidos en las Bases Reguladoras, y en particular los documentos acreditativos del cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, indicando expresamente que cumple los requisitos para poder ser beneficiario de subvención y que no tiene ninguna subvención pendiente de justificar.

	
2.2.  Especificación de la evaluación y de los criterios seguidos para efectuarla según Bases Reguladoras.

	
2.3.  Relación de solicitantes para los que se propone la concesión de la subvención, importe propuesto para cada uno y referencia a la desestimación del resto de solicitudes.











10.2. Justificación

Cuando la subvención se conceda en régimen de concurrencia competitiva, se comprobará la existencia de:


	
1.  Informe de fiscalización previa del acuerdo de concesión.

	
2.  Informe favorable de la Gestora respecto a la correcta aplicación de los fondos, la realización de la actividad, el cumplimiento de la finalidad correspondiente, el cumplimiento del plazo de justificación, entendiendo que la justificación ha sido presentada dentro del plazo previsto para ello o en su caso en el plazo adicional previsto en el artículo 70.3 del RLGS.

	
3.  La documentación justificativa presentada por el beneficiario, así como una relación de la documentación presentada por el beneficiario.



11. Control financiero de subvenciones

El control financiero de subvenciones tendrá como objeto realizar las verificaciones señaladas en el artículo 44.2 LGS, ejerciéndose respecto de beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras, por razón de las subvenciones, otorgadas con cargo a los Presupuestos Generales de la entidad.

De conformidad con lo señalado en la disposición adicional decimocuarta de la LGS, la competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones corresponderá a la Intervención General de esta entidad local, sin perjuicio de las funciones que la Constitución y las leyes atribuyan al Tribunal de Cuentas o al Órgano de control externo de la Comunidad Autónoma y de los procedimientos de control establecidos en las normas europeas respecto de subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea.

Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros relacionados con el objeto de la subvención o su justificación estarán obligados a prestar colaboración y a facilitar cuanta documentación sea requerida en el ejercicio de las funciones de control que corresponden, a la Intervención General de la entidad de acuerdo con el artículo 46 de la LGS.

Los funcionarios de la Intervención General de la entidad, en el ejercicio de las funciones de control financiero de subvenciones, serán considerados agentes de la autoridad y tendrán las facultades previstas en el artículo 47 de la LGS y los deberes recogidos en el artículo 48 de la LGS.

El ejercicio del control financiero de subvenciones se realizará en el marco del Plan anual de auditoria aprobado por la Entidad y se acomodará a lo dispuesto en el artículo 49 de la LGS.






	 (1) 

	
El contenido de las Bases de Ejecución se recoge en el artículo 9 del RD 500/1990

En el presente modelo se abordan las peculiaridades que pueden reflejarse en las Bases de Ejecución del Presupuesto, respecto a la subvenciones a otorgar por la entidad local.



	 Ver Texto 




	 (2) 

	Salvo que se delegue en las Bases de Ejecución tal facultad en otro órgano, en aplicación de lo señalado en el apartado 5 del artículo 174 del TRLRHL.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	La alteración el calendario de ejecución acordado en la resolución se regirá por lo dispuesto en el artículo 64 del RLGS, que regula la modificación de la resolución de concesión.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	En los supuestos en los que el crédito presupuestario que resulte aprobado en el Presupuesto fuera superior a la cuantía inicialmente estimada, el órgano gestor podrá decidir su aplicación o no a la convocatoria, previa tramitación del correspondiente expediente de gasto antes de la resolución, sin necesidad de nueva convocatoria.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Legislación básica del Estado de régimen local (LBRL y TRLRHL), legislación de desarrollo de las Comunidades Autónomas, normativa contractual, la LTGAIB, el TRLRHL, el RD 500/1990, el RSCL y el ROF.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Véase artículo 3 del RLGS.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Véase artículo 59 del RD 500/1990.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Artículo 185 del TRLRHL


	 Ver Texto 








B)  Obligación de transparencia de entidades sin ánimo de lucro, que persiguen fines de interés social, o cultural


Obligación de transparencia de entidades sin ánimo de lucro, que persiguen fines de interés social, o cultural (1) 



 Export Popup

	DATOS DE LA ENTIDAD

	
 

1.-Denominación:

2.-Representante:

3.-Sede social:

4.-Teléfono/fax:

5.-Correo electrónico:

6.-CIF:

6.-Otros datos de interés:







	NORMATIVA DE APLICACIÓN

	Artículo 5.4 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.





	PRESUPUESTO DE LA ENTIDAD

	
 

Año  

Resumen de ingresos (2) :

Resumen de gastos:













	SUBVENCIONES SOLICITADAS:


	Entidad a la que se ha solicitado
	Fecha de solicitud
	Importe
	Finalidad





	 
	 
	 
	 



	 
	 
	 
	 



	 
	 
	 
	 



	 
	 
	 
	 













	SUBVENCIONES CONCEDIDAS:


	Entidad concedente
	Fecha de concesión
	Importe
	Finalidad





	 
	 
	 
	 



	 
	 
	 
	 



	 
	 
	 
	 



	 
	 
	 
	 





En   a   de   de  



	El tratamiento de los datos facilitados se ajustará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de Diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y normativa de desarrollo. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación y cancelación se ejercerá, conforme a tales normas ante esta entidad local a través de   (3) .








	 (1) 

	Modelo para recabar datos de las entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, cuando la administración que lo realice sea la que haya concedida la mayor parte de las ayudas y subvenciones que aquéllas reciban. En tal caso, la misma ha de proporcionar a la entidad que remita los presentes datos, los medios electrónicos para la difusión de los mismos, a través de su portal de transparencia, y, en su defecto página web. No obstante, de acuerdo con lo señalado el artículo 18 de la LGS «en el caso de que se haga uso de la previsión contenida en el artículo 5.4 de la citada Ley, la Base de Datos Nacional de Subvenciones servirá de medio electrónico para el cumplimiento de las obligaciones de publicidad».


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Deberá ser inferior a 50.000€.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Indíquese la unidad gestora/administrativa encargada.


	 Ver Texto 
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